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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 9 de marzo de 1987. 


La COMISION PERMANENTE se reunirá en sesión 
extraordinaria el próximo jueves 12, a la hora 15, a fin 
de iniormarse de los asuntos entrados y recibir de con- 
formidad con lo dispuesto en los artículos 119 y 132 de 
la Constitución de la República, los informes de la seño- 
ra Ministro de Educación y Cultura y de las autoridades 
de la Administración Nacional de Educación Pública, so- 
bre: “19% Monto de los créditos presupuestales autoriza- 
dos para los Ejercicios 1985-1986. (Inc. 25). 29%) Utilización 
efectiva de los recursos asignados y, en su caso, qué pro- 


porción de esos créditos quedaron en Rentas Generales. 
39) Qué soluciones administrativas han previsto las auto- 
ridades a efectos de que los créditos que se asignen en el 
futuro sean efectivamente utilizados. 4%) Qué reformas 
legislativas a juicio de las autoridades deberán realizar- 
se.” 


LOS SECRETARIOS” 


ed 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Manuel Flores Silva, 
Reinaldo Gargano y Luis Alberto Lacalle Herrera; y los 
señores representantes Nelson Arredondo, Washington Ca- 
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taldi, Xamandú Fau, Julio Maimó Quintela, Miguel Man- 
zi, Luis José Martínez y Gustavo Varela. 


3) LLAMADO A SALA A LA SEÑORA 
MINISTRO DE EDUCACION Y CULTURA 
Y A LOS INTEGRANTES DE LA 
ADMINISTRACION NACIONAL DE 
EDUCACION PUBLICA 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 15 y 27 minutos) 
—£Se entra a considerar el orden del día. 
Tiene la palabra el señor legislador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente, 
señora Ministro de Educación y Cultura, señor Subse- 
cretario y señores representantes del CODICEN: quere- 
mos agradecer vuestra presencia en esta sesión extraor- 
dinaria de la Comisión Permanente. 


Al iniciar nuestras palabras, nos vamos a permitir 
hacer un par de precisiones a los eíectos de establecer 
claramente cuál es la intención que llevó al legislador 
que habla a solicitar la realización de esta sesión, asi 
como la presencia en Sala de los jerarcas ya menciona- 
dos. 


Muchas veces, al analizar los textos constitucionales 
y, en especial el artículo 119, la opinión pública olvida 
que el mismo establece que la invitación que se cursa 
a los señores Ministros para concurrir al recinto parla- 
mentario tiene como objeto constitucionalmente estable- 
cido, el recibir informes, el establecer nuevas normas le- 
gislativas y el de contralor, sin perjuicio de lo dispuesto 
en la Sección correspondiente relativa a la responsabili- 
dad política de los mismos. A menudo, este último con- 
cepto oscurece el trámite natural de la presencia en Sala 
de los señores Ministros por lo cual, en el día de hoy, 
queremos hacer hincapié en que la voluntad que llevó al 
legislador que habla a solicitar la realización de esta se- 
sión fue la de esclarecer determinados puntos que preo- 
cupan a la opinión pública pero, sobre todo y por encima 
de ello, el lograr, de común acuerdo entre los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo, subsanar determinadas carencias 
legales y reglamentarias en lo que se refiere al gasto 
público. 


En lo personal, y en nombre de mis compañeros del 
Partido Nacional, tampoco podría dejar de mencionar, al 
tratar cualquier tema referente a la educación y en las 
actuales circunstancias que vive el país, la total y abso- 
luta solidaridad que tenemos con la gestión del Profesor 
Juan Pivel Devoto actuando al frente del CODICEN. A 
€l tributamos, repito, desde todo punto de vista, nuestra 
solidaridad personal, política y, sobre todo, como docente 
y Rector de esa importante rama de la Administración 
Pública referida a la educación. 


Señor Presidente: en el mes de octubre próximo pa- 
sado solicitamos la tramitación de un pedido de informes 
relativo a la utilización de los rubros presupuestales opor- 
tunamente asignados por el Presupuesto del año 1985 y 
por las Rendiciones de Cuentas. ¿Por qué lo hicimos res- 
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pecto de la Enseñanza, cuando se ha comentado que las 
normas y aún las dificultades a las que vamos a aludir . 
no son privativas de la administración de recursos de la 

Enseñanza? Porque por alií comenzó nuestra tarea. No ha 
habido una particular teleología al elegir dicho tema. 
Nuestro pedido de informes se refería al rubro enseñan. 
za y por alí proseguimos el hilo conductor de nuestra 
tarea. Pcr lo tanto, no puede verse —salvo a raíz de una 
mala interpretación del legislador que habla—— en la con- 
vocatoria a la señora Ministro de Educación y Cultura 
y de las autoridades de la educación, Otra cosa que el 
continuar con una tarea que comenzó y fue votada por 
el Senado en el pedido de informes del mes de octubre. 


Tampoco escapa a la consideración del legislador que 
habla que hay un particular interés por los gastos del 
Estado que surgen de las contribuciones efectuadas por 
los ciudadanos a través de los impuestos, a la educacion 
y a la Salud Pública. No voy a decir que los tributos que 
atañen a estos Incisos se pagan gustosamente —ninguno 
se paga gustosamente— pero sí que siempre existe una 
especial preocupación de parte de la ciudadanía, tanto 
por los montos que se adjudican a estos Incisos, como 
por el uso que de ellos se hacen. 


Aunque tcedos somos conscientes de que esto es asi 
y conocemos el proceso formativo de la voluntad política 
respecto del gasto en materia de enseñanza y en cuanto 
a los demás rubros, quiero relatar lo que vivimos periódi. 
camente, antes de cada Presupuesto y de cada Rendicion 
de Cuentas, tanto a causa de las solicitudes directamente 
encaminadas a los señores legisladores, como de las diri. 
gidas a las Comisiones de Presupuesto y de Hacienda de 
ambas Cámaras, como a las movilizaciones populares, lle- 
vadas a cabo por los gremios, los empleados, o por los 
propios padres. Existe una legitima presión sobre los legis- 
lador cue aún el transeunte montevideano puede adver- 
tir en las viejas leyendas que figuran en determinados 
muros, donde se habla de mayores recursos para la en. 
señanza y se insiste en el hecho de que, cuanto más in- 
vierta el país en estos rubros, mejor será para la Repú- 
blica. Este proceso de solicitudes y reclamos se cumple en 
nuestra vida cotidiana de legisladores y luego, al ingre- 
sar, tanto a la Comisión como al Plenario, se llega a la 
segunda etapa en la que, luego de una lucha siempre 
difícil con los conductores de la política económica y de 
las consiguientes idas y venidas, se logra la aprobacion 
de determinada cantidad para estos rubros. 


Luego, convertido en ley, en imperativo el mandato 
de la asignación de estos recursos, los mismos son de- 
traídos a la actividad nacional por vía de los impuestos, 
que se vuelven realmente gravosos y que afectan a. toda 
la ciudadanía en los diversos ámbitos de su actividad. 


Por último, nos vamos a permitir inquirir sobre el 
gasto efectivo de esas cantidades, porque creemos que 
la conclusión a la que se llega luego de la aprobación 
legislativa y de la asignación de los respectivos créditos, 
no es la que supone la ciudadanía. Esto se debe a distintas 
causas y Obstáculos, que aquí trataremos entre todos de 
remover en la tarea común en que estamos empeñados, 


Con respecto a ese desconocimiento público, nosotros 
y otros ciudadanos que actuamos en política, tendemos 
a realizar un análisis crítico del papel del Estado, gene- 
ralmente enfocado —quizás desniveladamente— hacia lo 
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que puede llamarse la parte estructural de la interven- 
ción del Estado en la economía y en la vida nacional. 


Hoy no estamos analizando ese tema desde este pun- 
to de vista, pero sí debemos incluir en ese análisis crítico 
al Estado gestor, dejando de lado lo que seguramente es 
una larga polémica acerca de dónde y cómo debe interve- 
nir. En este momento vamos a poner el énfasis en otro 
aspecto, es decir, en la capacidad de gestión y en la efi- 
ciencia de la estructura administrativa del Estado todo 
y, en particular, de los organismos de enseñanza. 


Por lo tanto, señor Presidente y sin que esto tenga 
otro alcance que establecer la voluntad que nos ha lle- 
vado a convocar la sesión extraordinaria, no pretendemos 
realizar hoy un análisis de los fines y planes de la ense- 
ñanza y de lo ocurrido en ella después del 1% de marzo 
de 1985, como tampoco de los artículos 44 y 45, sino que 
simplemente deseamos analizar la mayor o menor eficien- 
cia en el gasto de las cantidades que los representantes 
soberanos de la República aprueban. 


En esto comprometemos nuestra opinión y nuestra 
actividad, ya que esta es la idea que preside la jornada 
parlamentaria que en este momento iniciamos. 


En el mes de octubre solicitamos un pedido de infor- 
mes que llegó al Parlamento durante el receso y recién 
pudimos leerlo en el mes de febrero. 


Además, debemos dar una pequeña explicación de 
cuál fue el motivo por el que decidimos celebrar esta 
sesión en la Comisión Permanente. En primer lugar, por- 
que ella tiene las facultades constitucionales claramente 
delimitadas y no exorbita sus competencias cuando cum- 
ple una jornada como la de hoy. Es más, quizás el ámbito 
un tanto reducido y a la vez la calidad de senadores y 
representantes que invisten sus integrantes, se presta a 
que sea una especie de pequeña Asamblea General, como 
expresaba el señor legislador Martínez al rendir su in- 
forme en la sesión anterior. 


En segundo lugar, es notorio que en este año se ha 
acordado, en principio, que se adelante el estudio de la 
Rendición de Cuentas, es decir, que el Poder Ejecutivo 
acelere el envío de ese proyecto de ley al Parlamento. 


En consecuencia, desde nuestro punto de vista resul. 
ta indispensable de que antes que nos aboquemos a esta- 
blecer nuevos rubros y aumentar partidas o votar canti- 
dades para ser invertidas en ésta o cualquier otra rama 
de la Administración, tengamos la confirmación o no de 
determinados defectos y procuremos subsanarlos. Por to. 
dos estos motivos entendemos que la Comisión Perma- 
nente debe participar en este devenir político, porque de 
haber sido trasladado el problema .al Senado, hubiera 
representado una demora que no podemos admitir en la 
materia. 


Decíamos, señor Presidente, que los servicios respec- 
tivos nos hicieron llegar cifras de los cumplimientos pre- 
supuestales del Ejercicio 85 y diez meses del correspon- 
diente a 1986, Es decir que se respondió con una celeridad 
de procedimiento y exactitud respecto a las fechas, que 
debemos agradecer. 
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A nadie escapa, señor Presidente, que justamente los 
Ejercicios a que hemos hecho referencia, fueron coyuntu.. 
ralmente particulares. Es decir que no podemos tomar 
como norma o como constante de la Administración las 
cifras relativas al Ejercicio 85, después del cambio de 
gobierno, con un Presupuesto de tramitación demorada 
debido a las circunstancias que ha vivido la República y 
que todos conocemos. Todo esto no quita que dejemos de 
considerar que más allá de lo que puedan ser los defec- 
tos coyunturales, las características endémicas de una Ad. 
ministración pesada, los mismos se tengan en cuenta en 
el día de hoy a los efectos de analizarlos con los jerarcas 
presentes en la Comisión Permanente. 


Por supuesto que las cifras a que podemos dar lectu- 
ra nos sugieren algunas perplejidades y cuando llegue el 
momento de Oír a los representantes del Poder Ejecutivo 
y del CODICEN vamos a inquirir acerca de ellas ya que 
las mismas, muchas veces, representan el gasto nulo de 
las cantidades asignadas y otras, porcentajes que real. 
mente llaman la atención. Por encima de todo esto, tam. 
bién se encuentra el otro tipo de testimonio, del cual so. 
mos testigos quienes andamos por el mundo. 


No debemos olvidar que nos encontramos ante una 
enseñanza que en gran parte es financiada por la partici- 
pación de los vecindarios, hecho que sucede en muchas 
partes del país. Todos tenemos conocimiento directo de 
los problemas que se suscitan en distintos lugares del 
país, en los cuales, ya sean las Intendencias, las Comisio- 
nes de Fomento, los vecinos o las maestras heroicamente 
se constituyen en recaudadoras “sui generis” de fondos 
con destino a servicios de alimentación y reparaciones, ha- 
ciendo un esfuerzo suplementario, además del que realiza 
en materia tributaria. 


No deseo hacer una larga lista de casos concretos, 
pero me voy a permitir leer algunas misivas que he reci- 
bido, que demuestran hasta qué punto estamos viviendo, 
muchas veces, una situación en los papeles y otra, muy 
diferente, en la realidad. 


Una maestia de una zona muy alejada expresa, para 
mi conocimiento que el problema de la escuela “tal” si- 
gue sin resolver. Luego continúa diciendo que el problema 
de la escuela a su cargo sigue sin resolver y que, funda. 
mentalmente, se trata del techo. Comenta que en mi vi. 
sita a la misma tuve oportunidad de conocer el problema; 
que se impuso la obligación moral de resolverlo, pero 
todo ha sido inútil. A continuación relata que la Inspec- 
ción dice que el problema se debe solucionar por interme- 
dio de la Comisión de Fomento. Pero esto es imposible 
debido a los escasos recursos de la zona. Por medio de 
una nota a la Intendencia Municipal, la señorita maestra 
solicitó la colaboración de un arquitecto a fin de ver los 
daños del techo y las posibles soluciones. Dicha solicitud 
no tuvo respuesta. También buscó la colaboración de la 
Comisión Técnico Mixta de Salto Grande, pero el resulta. 
do fue el mismo. 


Más adelante, esta docente, al final de su carta, pre- 
gunta: “¿No tendrá usted vinculación con alguna institu- 
ción o comisión colaboradora que pueda donar los mate- 
riales para el arreglo del techo de la escuela?” 
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En nuestra tarea, estas situaciones las vivimos dia- 
riamente. En Montevideo, en la Escuela Gran Bretaña, 
conocida por distintas causas, durante mucho tiempo las 
clases fueron dadas en carpas prestadas por el Ejército. 
No hay instalación eléctrica funcionando, faltan los pu- 
pitres. Y existen muchos más de estos problemas. 


¿Cuál es el inconveniente que se nos plantea? En cier. 
to modo, debemos considerar hasta el amor propio del 
legislador, porque uno concurre a esa escuela y explica 
a las maestras y a la Directora, que en la Rendición de 
Cuentas nos empeñamos para lograr convencer al Mí.- 
nistro de Economía y Finanzas, obteniendo equis canti- 
dad de dinero. Con esto, uno cree que ha cumplido su 
tarea, y así lo trasmite y revela a los encargados de estar 
en la primera línea en materia de educación. Pero un 
buen día nos damos cuenta del mundo de imaginería en 
que se vivía, porque advertimos, por razones que vamos 
a tratar de desentrañar, que no hay una correspondencia, 
ni siquiera de un 90%, entre el esfuerzo tributario, los 
créditos asignados y la realidad. 


No quiero quedarme en esto que puede ser el argu- 
mento efectista, pero cuando el problema del techo, el 
de la residencia del docente, el de la alimentación, el de 
la enseñanza técnica y de Secundaria se repiten, enten- 
demos que hay que detenerse un instante. 


No debemos encarar otra Rendición de Cuentas, ni 
volver a adoptar determinadas actitudes en la creencia 
de que los documentos presupuestales y las asignaciones 
representan la verdad, cuando las cifras demuestran lo 
contrario. Entonces, en este tema, y en el de toda la Ad- 
ministración Pública —reitero que no se trata solamente 
de la Enseñanza, porque no quiero que quede la menor 
sombra de sospecha en cuanto a que ha existido una elec- 
ción preferente en algo que importa—- queremos darnos 
un baño de realidad y decir cuál es la porción de los re- 
cursos que queda en los filtros, en los cedazos, en toda 
la tramitación de ese gasto que se prevé en 100 y a veces 
no llega al tercio. 


Queremos saber hasta qué punto nos estamos min- 
tiendo en un tema que, como el de la salud, es primor- 
dial para el páís. Esto no puede tener color político ni 
un alcance menor, porque si hay una Administración que 
reformar, ello valdrá para cualquier gobierno que tenga 
la República y no es imputable a ningún jerarca actual. 
Eso sí, será imputable el no hacer lo que podamos, a par- 
tir del día de hoy. Seguramente, todos nos vamos a poner 
de acuerdo en que hay muchas cosas que cambiar y si 
no lo hacemos a partir del día de hoy, 12 de marzo de 
1987, entonces sí nos va a correr el plazo de responsabi.- 
lidad política y patriótica. 


Integramos un país que ha hecho del control una de 
sus actividades preferentes. Las inspecciones, las audito- 
rías, los pasajes de una oficina a otra, son las principales 
características de la Administración. Los que en algún 
momento integramos la Administración como empleados, 
sabemos que el país se edifica sobre una tremenda des- 
confianza del administrador, que es llevada a veces a 
grados exacerbados de una patología y además, de la 
responsabilidad compartida en aquellos “Elévese”, “Pa- 
se a...”, con que tantas veces hemos hecho la tramita- 
ción de cualquier expediente, que va pautando su vida, 
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y que se hace hasta con desprecio del aprovechamiento 
de los espacios: que contiene. Hemos edificado una Admi. 
nistración alrededor de un contralor borbónico, que se- 
guramente debe provenir de alguna raíz muy lejana de la 
Administración de Indias, temerosa de la asunción de res- 
ponsabilidades, pero con el resultado notorio de que los 
contralores han impedido la realización de la tarea es- 
pecífica. Es decir, que han cumplido con aquella absurda 
máxima de que: “Es preciso cortarse las piernas para 
no perderse en el camino”. Cuando advertimos —doloro- 
samente— que los contralores, por su propio peso, im- 
piden la movilidad de la Administración, entonces esta- 
mos en la hora de darnos cuenta de que es preciso entrar 
a considerar fuertemente este tema, porque de lo contra- 
rio no hay un gobierno viable, no existe la posibilidad de 
realizar efectivamente una obra administrativa.. 


En estas cosas, nunca hemos puesto metas pequeñas. 
Eso es lo que deseamos para este Gobierno, al que augu- 
ramos la mejor de las gestiones, porque es .el Gobierno 
que la República tiene y nunca hemos participado de la 
escuela deprecatoria del Gobierno de turno para hacer 
avanzar nuestras ideas y porque necesitamos para dentro 
de 35 meses y medio una mejor Administración para 
nuestro Partido. 


No vamos a acudir al expediente de decir que el bien 
que podamos hacer será a partir del 19 de marzo de 1990. 
Entre todos, vamos a buscar una solución a estos temas 
y problemas. 


El Derecho Positivo Constitucional del país ha crea- 
do un organismo, que quizás el Parlamento es el princi. 
pal culpable de no utilizar correctamente, que es el Tri. 
bunal de Cuentas, verdadero auditor de la República y 
que debería tener una estrecha vinculación con la acti. 
vidad del Parlamento. A nuestro juicio, este verdadero 
protagonista olvidado de la estructura gubernativa, ten- 
dría que estar al lado de los parlamentarios, porque, 
¿Quién nos puede decir qué uso hace el Poder Ejecutivo 
de las sumas que le votamos? Allí estará el Tribunal de 
Cuentas que, gracias a la intervención hecha por el señor 
legislador Ortiz, logramos que se repartieran las minutas 
que envía a la Asamblea General, dando cuenta de sus 
observaciones, algo que antes los legisladores no conocían. 
Simplemente se daba cuenta de estos hechos desde la Me- 
sa. Cuando uno lee las observaciones, advierte la impor. 
tancia de muchas de ellas pero, sin embargo, no hemos 
actuado sobre las mismas. Simplemente se repartén a los 
señores legisladores y allí quedan. 


¿Será preciso legislar más, o que cumplamos con la 
legislación vigente? ¿No estaremos en una especie de sue- 
ño fáustico de innovación? Muchas veces se dijo que se 
debe cumplir con las pragmáticas de nuestra Constitución 
y de la Ley. 


El problema de la presencia de un organismo espe- 
cializado —del cual nos vamos a ocupar más adelante— 
tiene que ser un compromiso que asuma el Parlamento, 
Para que cuando llegue una Rendición de Cuentas tenga- 
mos pleno conocimiento de lo que se gastó, antes de que 
votemos un solo peso para el futuro; para que las Ren- 
diciones de Cuentas sean tales y no presupuestos anuales 
vestidos de esa manera. 
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Nosotros, señor Presidente, muchas veces apelamos 
a dos conceptos gemelos, antinómicos, a la pareja concep- 
tual que constituyen el país real y el país de papel. Nos 
horroriza siempre el pretender conocer la realidad a tra- 
vés del expediente y del papel y tratamos entonces de 
introducirnos en esa realidad “que nos anega”, como de- 
cía gráficamente el doctor Herrera, y que es la materia 
prima principal del gobernante. 


Sin lugar a dudas, tenemos aquí bien planteada la 
dicotomía —y aún la antinomia— entre el país de papel 
v el país real. 


El país de papel es el de los presupuestos, los crédi- 
tos, las asignaciones, las cantidades hipotéticamente pues- 
tas para que sean gastadas, mientras que el país real es 
aquel al cual no llegan las obras, en el que no se cum- 
plen todas las obligaciones y en el que ni siquiera se 
gastan todas las sumas destinadas para sueldos en algu- 
_nos de los rubros presupuestales. 


Por un lado, el pais de papel asigna recursos y, en 
unción de ellos, tributa la población. Porque si la cifra 
correspondiente al Presupuesto es 100, ese número surge 
del IMESI, combustibles, del impuesto al patrimonio, del 
iVA y del impuesto a las importaciones.exportaciones. 
Quiere decir que en la ventanilla de cobro, el que opela 
es el país de papel, porque las previsiones se hacen sobre 
ias asignaciones presupuestales. Pero el gasto efectivo tie- 
ne lugar en el país real y, entonces sí, debe ser sencillo 
y fácil enjugar los déficits. Tenemos que cuestionarnos, 
entonces, cuándo y cómo debemos analizar las cuentas del 
Estado, si sobre el país de papel o sobre el país real, 
aunque en este último sí, efectiva y eficazmente, se co- 
bren los impuestos y se le pida al contribuyente que 
aporte. 


Creemos que son suficientemente claras las pregun- 
tas que queremos formular a nuestros invitados a la se- 
sión de hoy, pero a los efectos de que el contribuyente 
—que es quien nos votó— sepa efectivamente a qué es- 
tamos enfrentados —no se trata de un leviatan que nos 
esté acechando, sino más bien de un gran pantano, que 
en su propia quietud enreda e impide el correcto funcio- 
namiento de la Administración— permitaseme aportar al- 
gunos datos más. 


Existe una verdadera secuencia kafkiana en lo que 
respecta al trámite administrativo para que se ejecute 
un gasto. He solicitado a expertos en la materia que me 
indiquen cuáles son las etapas que se deben cumplir. Se 
trata de 41 pasos que debe dar un expediente para llegar 
a que se haga efectivo el cobro de una obra realizada, 
o para que se cumpla una de las pragmáticas en un plan 
de inversión. 


Me voy a permitir —y pido disculpas a la Comisión 
Permanente— señalarlos uno por uno. 


19%) Una vez que el Consejo Directivo conoce el mon. 
to adjudicado por la ley, aprueba un plan de inversión 
y distribuye, para el Inciso, esos rubros que le han sido 
asignados. 


29) La División Arquitectura o Proveeduría —to- 
memos como ejemplo la primera— prepara los recaudos 
del llamado de precios o licitación. 
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39) La División de Hacienda de cada programa rea- 
liza la imputación previa por el monto estimado. 


49) La Auditoría delegada del Tribunal de Cuentas 
en Cada programa verifica la imputación previa. De 
acuerdo al monto, puede ir hasta el Tribunal o continuar 
con la Auditoría delegada. 


59) Cualquiera de los Consejos aprueba los pliegos y 
recaudos de licitación y dispone el llamado. 


6%) El Departamento de Relaciones Públicas realiza 
las publicaciones. 


79) El Tribunal de Cuentas se pronuncia sobre las 
bases o pliego de condiciones. 


82) La División Arquitectura recibe ofertas y reali- 
za aperturas. 


99) La Comisión Asesora de Adjudicaciones estudia 
las propuestas y se expide sobre las mismas. 


10) El expediente queda de manifiesto un día. 


11) La Auditoría de Abastecimiento controla la lega- 
lidad y conveniencia del gasto, 


a 


12) Se resuelve, por el Consejo respectivo, la adiu- 
dicación. 


13) La Auditoría delegada del Tribunal de Cuentas 
verifica la legalidad del trámite hasta el momento. 


14) La Secretaría notifica a los oferentes y comu- 
nica a las distintas reparticiones, librando orden de com- 
pra. 


15) La División de Hacienda del Programa hace la 
imputación definitiva por el monto de la adjudicacion. 


16) Comienza la obra o realización del suministro y 
facturación de lo que se haga o de lo que se venda. 


17) La División respectiva conforma la factura. 


18) La Auditoría de Abastecimiento del Consejo Di- 
rectivo Central] conforma el trámite hasta la fecha. 


19) La División Hacienda del Programa comienza el 
trámite de liquidación y pago. 


20) El Director General del Programa Ordenador 
autoriza el gasto y firma la planilla. 


21) El Tribunal de Cuentas visa las planillas. 


22) Pasa a la Contaduría Central del Consejo Di.- 
rectivo Central. 


23) La Auditoría Contable del Consejo Directivo 
Central verifica la regularidad del trámite. 


24) La Contaduría General de la Nación, en su Au- 
ditoría delegada, visa las planillas. 


25) La Contaduría Central del Inciso digita los da- 
tos en la terminal de computación conectada con la Con- 
taduría General de la Nación. 
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26) El Director Nacional de Educación autoriza y 
emite la orden de entrega. 


27) El Tribunal de Cuentas, en su Auditoría dele- 
gada, visa la orden de entrega. 


28) La Contaduría General de la Nación acepta la 
orden y digita la autorización en el terminal de compu- 
tación. 


29) La Tesorería General de la Nación recibe del 
computador el duplicado de la orden de entrega. 


30) La Contaduría Central del Inciso concurre a la 
Tesorería con orden de entrega para iniciar la gestión 
de cobro. 


31) El Consejo, con la firma del Director General y 
del Contador Central comunica orden de prioridades pa- 
ra el pago. 


32) La Tesorería General de la Nación verifica si 
existe cupo. 


33) La Tesorería General de la Nación reúne orden 
de entrega con duplicado. 


34) La Contaduria General de la Nación realiza un 
trámite interno. 


35) El Ministerio de Economía y Finanzas autoriza 
el pago. 


36) La Tesorería General de la Nación emite cheque 
a favor de la Administración Nacional de la Educación 
Pública. 


37) La Contaduría Central del Inciso concurre a la 
Tesorería General de la Nación para cobrar las órdenes, 
o sea, los cheques. 


38) El Director Nacional de Educación Pública y €l 
Contador Central del Inciso endosan el cheque de Teso- 
rería, para depositarlo en la cuenta de la Administración 
Nacional de Educación Pública y emiten y firman los 
cheques a favor del Programa. 


39) La Contaduría Central deposita cheques en la 
cuenta de cada programa. 


40) La División Hacienda del Programa paga en efec- 
tivo o con cheque al prestador de los servicios o vende- 
dor de los bienes. 


41) La División Hacienda entrega al acreedor y fi- 
naliza el trámite. 


No creo que ésto sea otra cosa que una. demostración 
palmaria de que todos estos trámites administrativos 
——Qque, repito, ocurren en todas las ramas de la Adminis- 
tración-- se han convertido en un verdadero imposible, 
logrando que se desvirtúe, y a grado tremendo, la fun- 
ción ejecutiva de la Administración. El Parlamento no 
es el único lento, para mencionar algunas de las críticas 
que se nos formulan. 


Aquí estamos en el ámbito de la ejecución, de la ad- 
ministración. Los señores legisladores y jerarcas que asis- 
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ten a esta sesión habrán visto cuáles son los pasos —-a 
veces superabundantes y que en muchas ocasiones du- 
plican los controles— que hacen de esto un verdadero 
calvario administrativo. 


A esto debemos agregar que las normas de adminis- 
tración financiera tienen una caducidad anual, lo que ha 
dado lugar a que en la etapa de discusión de la Ley de 
Presupuesto libráramos una bataila en la que salió perdi. 
doso el Parlamento al procurar la derogación de la nor- 
ma que obliga o que pone punto final el 31 de diciem.- 
bre a la disponibilidad de los rubros —tema sobre el que 
no quiero expedirme y acerca del cual me interesaría 
conocer la Opinión de los administradores— ya que €n 
nuestro régimen legal, sobre todo a partir de la Ley de 
Presupuesto y más concretamente del artículo 80 y si- 
guientes, encontramos un estatuto de la inversión estatal 
que, sin lugar a dudas, merecerá un análisis en la sesión 
del día de hoy. En el régimen antiguo en el que se apli- 
caba el Decreto N9% 104/68, devenido ley —no puede de- 
cirse de otra manera que devenido ley por un sistema 
un poco peculiar— existe toda una estructuración legal 
en la que se pasó del régimen del compromiso en el gas- 
to —qdue era el régimen establecido por ese Decreto 
N9 104— al de incorporación de bienes de prestación de 
servicios o de asignación de recursos anticipados. 


¿Qué es lo que ocurre? Según se me ha explicado, el 
régimen de compromiso daba, si se quiere, una excesiva 
latitud para que se confundieran planes con realizaciones. 
Bastaba con que se comprometiera por parte de alguno 
de los ordenadores la realización de una obra, para que 
se pudiera girar contra los créditos a cuenta de esa obra. 


El régimen luego editado, repetido ahora por los ar- 
tículos 85 y siguientes de la Ley de Presupuesto, establece 
el régimen de incorporación, es decir, el cumplimiento 
concreto de las metas. 


Pero, ¿Qué es lo que ocurre, a nuestro juicio? Creo 
que nuestro punto de vista al respecto va a ser compar- 
tido. Lo que sucede es que los contralores que eXisten son 
herederos del antiguo sistema. 


Cuando bastaba el compromiso para que se pudiera 
girar contra los créditos de la obra, se requería, necesa- 
riamente, que la voluntad de los jerarcas no quedara en 
planes. Pero ahora que se aplica el criterio de la incor- 
poración o de la prestación de servicios, todos esos con- 
tralores son superabundantes. En la disparidad entre lo 
que antes se quería controlar y lo que ahora se controla 
pero de otra manera, quizás radique una de las materias 
sobre las que tendremos que legislar. 


Algún observador, algún oyente o alguno de los cir- 
cunstantes dirá: “Pero, el Presupuesto lo votó el Parla- 
mento”. Sí, efectivamente. Inclusive, creo que los inte- 
grantes de la Comisión de Hacienda integrada con la de 
Presupuesto —yo soy uno de ellos— en lo sucesivo, cuan- 
do llegue el momento de tratar normas de administra. 
ción, tendremos que asesorarnos mucho más que hasta 
ahora, a efectos de no incurrir en la aceptación de pro- 
puestas del Poder Ejecutivo o en la votación conforme de 
normas como la de los cupos, que sin lugar a dudas re- 
présentan una manera de establecer una suerte de cuello 
de botella en la disponibilidad del dinero y que vuelve 
una burla todo lo anteriormente votado. 
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¿Qué quiere decir lo de los cupos, que ha figurado 
en distintas normas de nuestro derecho positivo? Esas 
normas establecen que se podrá dar cumplimiento a las 
asignaciones presupuestales de acuerdo a la efectiva dis- 
ponibilidad. Es decir que cuando se establece que se pue- 
de gastar una determinada cantidad, ello resulta indife- 
rente frente a lo que haya en caja, para decirlo en una 
terminología vulgar. El artículo 33 de la Ley de Rendi.- 
ción de Cuentas correspondiente al año 1984, que apro- 
bamos, dice que las asignaciones autorizadas en los pre- 
supuestos de los organismos estatales no obligan a la rea- 
lización de los correspondientes gastos, los cuales se efec- 
tuarán en la medida que lo exijan los programas, pro- 
yectos y actividades a que estén destinados, teniendo en 
cuenta la efectiva disponibilidad de fondos. El artículo 
siguiente dice gue se establecerá un sistema de cuotas 
periódicas de asignación de fondos. Esta norma se ha re- 
petido en la Ley de Presupuesto, cuyo artículo 83 señala 
que las unidades ejecutoras deberán llevar a cabo los 
proyectos de inversión en función de las disponibilidades 
de las correspondientes fuentes de financiamiento, por lo 
que, al fin de determinados ejercicios, establecido el cré- 
dito, el duodécimo en que se reparte la asignación otor- 
gada a ese ordenador del gasto, el cupo —en el caso que 
nos ocupa es un tercio del crédito realmente votado, del 
crédito realmente disponible— en virtud de determinadas 
circunstancias paralelas en las que se encuentra la Teso- 
rería y más alá de todo lo que el Parlamento haya 


votado, se cumpla de acuerdo a las existencias de la Te- . 


sorería. Recién en ese momento estamos hablando de la 
verdad presupuestal. Todo lo demás ha sido un ejercicio 
de buena voluntad por parte de todo el mundo, pero que 
llegado el momento de la realidad constante y sonante 
no existen. 


El origen de los Parlamentos estuvo alrededor de es- 
to: representación para la imposición. Muchas veces se 
ha dicho que somos los dueños de la bolsa nacional, del 
Tesoro, pero creo que sólo somos dueños del cordón, por- 
que una suerte de superpotencialidad, de superpoder, de 
hecho —de hecho en cuanto a que las disponibilidades 
concretas son las que establecen las posibilidades de gas- 
to— son las que fijan, aunque exista este justificativo le- 
gal, para éste y para muchos otros rubros, lo que el 
Estado efectivamente pueda trasladar nuevamente a la so. 
ciedad de aquellas cantidades que le quita mediante los 
impuestos. 


Se ha hablado mucho del plan de modernización del 
Uruguay, de su Estado. Nosotros compartimos ese crite- 
rio, o sea, la voluntad de adecuar el país a los tiempos 
no presentes sino futuros; pero entendemos que si no lo- 
gramos modernizar estas estructuras administrativas con- 
tables y superar estas tremendas barreras que hacen ilu- 
soria la posibilidad de gastar, seguiremos aprobando gua- 
rismos en la creencia de que se van a trasladar a la rea- 
lidad, lo que no es así. En ese caso no hay plan de mo.- 
dernización que valga. Por aquí es por donde debe co- 
menzar la verdadera y real modernización del país. 


Deberán adoptarse medidas y creo que el Parlamen.- 
to, en sus dos ramas, será receptivo a la adopción ur- 
gente de aquellas que sean necesarias, si es que parte 
del remedio debe provenir del ámbito legal. 


Conozco a todos los integrantes del Tribunal de Cuen- 
tas y estoy seguro de que este órgano también estará 
dispuesto a prestar su experimentado consejo en lo que 
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tenga que ver con lograr, no los controles de este tipo 
sino los de eficiencia, los verdaderos controles, los rela. 
cionados con el cumplimiento y no con la cautela y el 
temor a las pretendidas o posibles salidas de conducta 
de los administradores, que ahogan a los buenos y ho- 
nestos que tiene el país. 


El famoso Decreto N? 104, en su artículo 98, señala que 
el contralor externo de eficiencia estará a cargo del Tri- 
bunal de Cuentas, a cuyo efecto y sin perjuicio de ias 
medidas que el mismo adopte, las Contadurías y Unida- 
des Ejecutoras deberán remitirle copia. Es decir que está 
previsto que debemos poner el énfasis en la eficiencia 
del gasto, pero no que estemos “atajándonos”, como di- 
cezn los paisanos, viendo detrás de cada administrador a 
alguien que puede desvirtuar la función, maniatándolo y 
diciéndole al país algo que no es cierto: que invierte en 
un rubro lo que en realidad no está gastando. 


Por supuesto, descuento las iniciativas de las autori- 
dades que hoy nos visitan —las que recibiremos gustosos— 
en el sentido de que se intentará “hincarle el diente” a 
este tremendo problema. 


He hecho gracia a la Comisión Permanente de no 
leer los guarismos —reitero que conozco las circunstan- 
cias coyunturales que pueden haber dado lugar a que 
estos dos últimos ejercicios no hayan sido totalmente nor. 
males O naturales— pero no quiero que por ello quede 
minimizado el interés que hemos puesto en esto ni la 
verdadera trascendencia que tiene, porque la presión tri. 
butaria sobre el país es insoportable y muchas veces nos 
hemos batido contra un sistema impositivo que, lejos de 
propender al desarrollo, lo coarta y lo hace verdadera. 
mente regresivo. 


Si además de ello, una vez cobradas las gabelas no 
tenemos la eficacia en el gasto, ese sistema se vuelve una 
burla dolorosa, ya que no hay compadecencia ni corre- 
lato entre el esfuerzo de cada ciudadano que al despertar 
gasta, se mueve y circula por la vida, y el dinero que 
efectivamente regresa a los servicios esenciales del país. 


Esta es la intención que nos ha llevado a solicitar el 
diálogo que tendremos con los estimados invitados a la 
sesión del día de hoy, en la creencia de que no hacemos 
más que cumplir con el mandato de preservar los intere. 
ses nacionales, que para nosotros siempre han sido el 
punto cardinal de nuestra actuación. 


Si la Mesa lo considera oportuno, solicitaríamos que 
se nos respondieran las interrogantes que dieron lugar al 
llamado a la señora Ministro y a sus acompañantes, es- 
pecialmente las relativas a los numerales 3 y 4 —sobre 
todo el N? 4 ¡Reforma Legislativa— ya que sobre esos 
puntos nos ofrecemos desde ya a trabajar, esperando que 
este análisis dé lugar a una toma de conciencia colectiva 
que provoque la necesaria reacción para la mayor felici. 
dad de nuestro país. : 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra la señora 
Ministro de Educación y Cultura. 


SEÑORA MINISTRO DE EDUCACION Y CULTURA. — 
Antes de abordar la temática concreta que ha movido al 
señor legislador Lacalle Herrera a estos llamados a Sala, 
queremos expresar que concurrimos gustosamente, por. 
que participamos de su idea, en el sentido de la enorme 
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conveniencia de que exista un diálogo permanente entre 
el Poder Ejecutivo y el Parlamento, para que se busquen 
conjuntamente aquellas soluciones que puedan traducirse 
eri mejoras sustanciales para el país, 


La contestación de los puntos que formuló como 
cuestionario el señor legislador Lacalle Herrera la va a 
realizar el señor Vicepresidente del Consejo Directivo Cen- 
tral, en ausencia de su Presidente, el Profesor Pivel De- 
voto, que se encuentra enfermo. 


Antes de ello me voy a permitir hacer algunas pre- 
cisiones de carácter general. 


Como muy bien lo dijo el señor legislador Lacalie 
Herrera, los obstáculos que ha tenido la administración 
de la enseñanza en la etapa de la ejecución presupuestal 
no son exclusivos de ella sino que resultan de múltiples 
factores que se conjugan, particularmente en estos dos 
últimos años, sobre todo en lo que dice relación con el 
rubro de inversiones, y dificultan la aplicación de los re- 
cursos votados parlamentariamente. En efecto: la asigna- 
ción de recursos a un determinado Ente se traduce en la 
habilitación de créditos que el Administrador está facul- 
tado a gastar durante el ejercicio del año de que se 
trate. Por ello, uno de los primeros factores que inciden 
en la eficacia de la aplicación de esos recursos es la fe- 
cha de la habilitación del crédito. 


En el año 1985 —y debo reconocer que esto lo expre- 
só el señor legislador Lacalle Herrera— la situación fue 
muy particular, ya que el proceso de aprobación de la 
Ley Presupuestal determinó que esos créditos recién fue- 
ran habilitados en el mes de octubre, por lo que el Admi- 
nistrador dispuso de apenas 60 dias para poder ejecutar 
esas disposiciones. 


Si bien en el año 12986 no se llegó a la gravedad del 
anterior, los créditos fueron habilitados en el mes de ma- 
yo. Si se toma esto como punto de partida de todo el 
proceso que minuciosamente narró el señor legislador La- 
calle Herrera, se comprenderán fácilmente las dificulta. 
des que tiene la Administración para poder gastar efec- 
tivamente los rubros que se le asignan. 


El tema es particularmente grave en lo que dice re- 
lación a inversiones, porque no juegan solamente las nor- 
mas a que aludió el señor legislador Lacalle Herrera, si- 
no que existen otros factores que inciden. A ellos nos va- 
mos a referir para poder expresar con toda claridad el 
cuadro de realidades que reclamaba el señor legislador 
y que, indudablemente, debe ser conocido por los legisla- 
dores que, a su vez, han de traducir en normas las solu- 
ciones a las que se arribe, para beneficio de una mejor 
administración. En ese aspecto, la problemática radica en 
que, si se comparan las cifras —las que en su momento 
mencionará el doctor Solari— se verá que en lo que tiene 
relación a equipamiento, la inversión es mayor, por cuan- 
to es más fácil la tramitación que lleva a darle cumpli- 
miento. 


Pero en materia de obras hay una doble dificultad. 
Es necesario distinguir en este aspecto la situación de 
aquellas obras que son llevadas a cabo directamente por 
la Administración de aquellas otras que son licitadas por 
el mismo organismo, como ocurrió hasta el presente en 
la órbita de la Administración de la Enseñanza, pero que 
en algunos casos se tradujo también en la celebración de 
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acuerdos con el Ministerio de Obras Públicas, o, trabajos 
llevados a cabo efectivamente por el Ministerio de Obras 
Públicas, con un gran impulso, que obligan al cumpli- 
miento de otras etapas que enlentecen el proceso. 


Señaló el señor legislador Lacalle Herrera que una vez 
habiiitado el crédito correspondiente, el Consejo Directi- 
vo Central aprobaba las inversiones y distribuía los re- 
cursos entre los organismos desconcentrados; recién aquí 
empezaba el trámite de la licitación o el de la transfe- 
rencia de recursos al Ministerio de Obras Públicas. Pero 
existé otro tema que afecta a la administración de la en- 
señanza y también al resto de la Administración, y es 
que cuando se habilitan los recursos es el momento en el 
cual se solicita la presupuestación por parte del Ministe- 
rio de Obras Públicas, la cual lleva su tiempo, porque 
exige un trabajo concreto de muchas horas de cálculo, 
de análisis y de estudio. Y recién en el momento en que 
ésta es aprobada y se conoce, se inicia con la etapa si. 
guiente, que es la de imputación, la autorización para el 
gasto. 


En lo que dice relación con el otro sector, el de las 
obras que no se llevan a cabo por el Ministerio de Obras 
Públicas sino mediante licitaciones que son objeto de lla- 
mados concretos por parte del organismo de que se trate, 
el proceso de la licitación es también en nuestro medio 
un trámite lento. Y si se tiene en cuenta hoy que el lí- 
mite para una licitación restringida a partir del cual se 
efectuará el llamado a licitación pública es N$ 3:336.000, 
podremos apreciar que la mayor parte de las inversiones 
exige una licitación pública que, repito, insume en su 
trámite no menos de tres a cuatro meses, aún imprimién- 
dole la máxima celeridad y la mayor diligencia posible 
por parte del organismo administrador. Si se empiezan 
a Sumar meses y se advierte que, de acuerdo con las nor- 
mas constitucionales, hay dos etapas de intervención obli- 
gatoria del Tribunal de Cuentas —la primera cuando se 
imputa el gasto y la segunda cuando se autoriza el mis- 
mo— y que ambas instancias, en las que no basta ma- 
nejarse con la auditoría legal, insumen de 15 a 20 días 
cada una, sumando los meses veremos que el año se hace 
muy corto para poder llevar a cabo un plan de inversio- 
nes de esta naturaleza. 


Estamos absolutamente de acuerdo con el señor legis- 
lador Lacalle Herrera en cuanto a que en todos los ór- 
denes de la vida nacional, nuestro abolengo español qui- 
zás pese en lo que tiene que ver con la excesiva docu- 
mentación que nos lleva a ir cumpliendo etapas, algunas 
sin explicación de necesidad y otras, con una aparente 
fundamentación de garantías que en los hechos no ofre- 
cen. 


Creo también que el Poder Ejecutivo participa de 
esta preocupación y que uno de los objetivos de moder- 
nización que tiene presente es, precisamente, el de la tra- 
mitación administrativa. Este no es especialmente tema 
de nuestra cartera, aunque internamente estamos proyec- 
tando algunos instructivos que, de alguna manera, puedan 
contribuir a acelerar el proceso, a la espera de que, por via 
de la Rendición de Cuentas o de otras normas comple- 
mentarias, podamos ir eliminando obstáculos e imponien- 
do la celeridad que el mundo actual exige para una efi. 
caz administración. 
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Esto lo decimos en el convencimiento de que partici- 
pamos todos los que estamos comprometidos en la tarea 
de modernizar el país y que en ello vamos a coincidir, 
seguramente, con el señor legislador Lacalle Herrera. Y 
desde ya agradecemos el ofrecimiento que seguramente 
hará el señor legislador de recibir 'as inquietudes del Po- 
der Ejecutivo y apoyarlas toda vez que se trate de ir 
eliminando obstáculos para lograr una mayor eficiencia 
en la gestión pública. 


Voy a solicitar, señor Presidente, que se autorice al 
señor consejero Solari a hacer uso de la palabra, por 
cuanto es él quien va a contestar concretamente los pun- 
tos planteados en el cuestionario estructurado por el 
señor legislador Lacalle Herrera y que nos hizo llegar la 
Mesa de la Comisión Permanente. Desde luego, una vez 
terminada la exposición del señor Solari, me reservo el 
derecho —-que desde ya solicito— a completar mi expo- 
sición con referencias concretas a algunas de las medidas 
que se sugieren para ser adoptadas tanto a nivel adminis - 
trativo como legislativo. 


Muchas graclas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa quiere plantear 
al Cuerpo, una duda de tipo reglamentario, fundamental- 
mente de naturaleza formal, ya que entiende que, por lo 
que puede significar como precedente, correspondería que 
la Comisión Permanente votara la autorización solicitada 
por la señora Ministro para que haga uso de la palabra 
el señor integrante del CODICEN, doctor Solari. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
(Se vota:) 


—1 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Tiene la palabra el doctor Solari. 


SEÑOR SOLARI. — Señor Presidente, ante el pedido 
de informes formulado por el señor legislador Lacalle He- 
rrera, el Consejo Directivo Central, que comparte las preo- 
cupaciones contenidas en el mismo y agradece la posibi- 
lidad de intercambiar puntos de vista con Ja Comisión 
Permanente acerca de cuestiones de tan gran importan. 
cia, ha elaborado un documento que me permitirá entre- 
gar al señor Presidente después de finalizada la sesión. 
El mismo contiene 16 anexos en los cuales constan todas 
las cifras que pueden ilustrar a la Comisión Permanente 
sobre los detalles del asunto. 


Personalmente, me voy a limitar a exponer los as- 
pectos conceptuales, que dividiré en función de las pre- 
guntas formuladas por el señor legislador Lacalle Herrera, 
en una primera cuestión relativa a los montos de los 
créditos presupuestales autorizados; una segunda parte 
relativa a la utilización efectiva de los recursos asignados; 
la tercera vinculada a las soluciones administrativas que 
han previsto las autoridades de la enseñanza a efecto de 
que los créditos que se asignen en el futuro sean efecti.- 
vamente utilizados; y la cuarta, referente a las reformas 
legislativas que a nuestro juicio, deberían realizarse. Y 
me permitiría terminar con algunas consideraciones de 
carácter general que hemos elaborado en el Consejo Di- 
rectivo Central. 
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El crédito anual del Ejercicio 1985 ascendió a 
N$ 6.000:000.000; de esta cifra se preveía para gastos e 
inversiones N$ 488:687.000, excluidos suministros. Debido 
a los refuerzos asignados por la Ley de 24 de setiembre 
de 1985 de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal, el total ascendió a N$ 9.000:000.000 y, para 
gastos e inversiones a N$ 1.032:000.000, cantidad con la 
que cerró el Ejercicio. 


En un anexo del documento, se discrimina los duo- 
décimos que hubieran correspondido a cada mes, de acuer- 
do al crédito anual y los cupos de Tesorería efectivamente 
asignados a la Administración Nacional de Educación 
Pública en cada uno de los meses, punto sobre el cual 
me permitiré volver. 


En el año 1986 el crédito anual con que se abrió el 
Ejercicio ascendió a N$ 8.639:000.000. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — ¿Me permite una 
interrupción, señor Solari? 


SEÑOR SOLARI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: 
deseo preguntar al señor Vicepresidente del CODICEN 
si en diez minutos de cuarto intermedio no se podrían fo- 
tocopiar las cifras que él nos está brindando, a fin de 
poder visualizarlas. En diez minutos de cuarto interme- 
dio podemos disponer del material y de esa manera tener 
una comprensión más cabal de lo que está señalando el 
señor representante del CODICEN. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Solari. 


SEÑOR SOLARI. — No voy a leer todas las cifras 
señor legislador, simplemente estoy enumerando las prin- 
cipales. 


Quiero aclarar que la cifra con que se inicia el Ejer- 
cicio 1986, es inferior en N$ 400:000.000 a aquella con 
que se termina el Ejercicio 1985, debido a que por no 
estar aprobadas las correspondientes leyes, se pasaron pa- 
ra el año 1986, solamente los remanentes del rubro inver- 
siones que habían quedado de 1985, con lo cual la cifra 
global disminuye. Luego la Ley de Presupuesto aprueba 
un monto de N$ 14.600:000.000; de esta cantidad, nuevos 
pesos 2.895:000.000 fueron a gastos e inversiones, incluida 
la alimentación escolar. Al cierre del Ejercicio, el crédito 
total ascendió a N$ 19.641:000.000. También con respecto 
a 1986 se señalan los cupos establecidos y los duodécimos 
que, en teoría, hubieran correspondido. 


Una segunda parte, señor Presidente, es la utilización 
efectiva de los recursos asignados. En el año 1985 res- 
pecto a sueldos, retribuciones personales, aportes y tfans- 
ferencia a unidades familiares, se ejecutó el 94,59% del 
crédito; en gastos, el 95.98% y, en materia de inversio- 
nes, el 60,21%. 


En el año 1986, en retribuciones personales, se eje- 
cutó el 93%; en gastos el 91% y en inversiones el 57,5%. 
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Debe tenerse presente que en los porcentajes imputados 
se incluyen las reservas efectuadas como recibos pasivos, 
cuya ejecución es eventual y esas cifras a veces tienen una 
importancia significativa. Por ejemplo, en el Programa 02, 
Consejo de Educación Primaria, se imputaron al final del 
Ejercicio, como Residuos Pasivos el 46% del rubro total, 
lo que se refiere a una ejecución eventual que muy di- 
fícilmente puede llegar a ese monto debido a que el plazo 
de cierre del pago de facturas atribuibles al año anterior, 
termina en los primeros días del mes de febrero. 


El tercer punto se refiere a las soluciones administra- 
tivas que las autoridades de la Administración Nacional 
de Educación Pública han tomado a efecto de que los 
créditos que se le asignen en el futuro sean efectivamen. 
te utilizados. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — ¿Me permite una in- 
terrupción? 


SEÑOR SOLARI. -—- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Deseo hacer una pre- 
gunta relacionada con el pedido de informes y con las 
informaciones que nos está brindando el señor Vicepre- 
sidente del CODICEN. 


En el rubro retribuciones nunca se llega al 100% y, 
sin embargo, parecería que en éste, prácticamente habría 
una facilidad total para ello. Tengo en mi poder unas 
planillas que han sido remitidas oportunamente, por ejem. 
plo, relacionadas con el Consejo Nacional de Educación 
Primaria, Ejercicio 1985 y al Rubro 0 le queda un rema. 
nente de N$ 57:000.000 al final del Ejercicio. Mi pregunta 
puede resultar curiosa, pero ¿por qué en materia de re- 
tribuciones que parecería ser el gasto que prácticamente 
se tendría que dar en un 100 %, no se Cumple íntegra- 
mente la previsión presupuestal? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
Solari. 


SEÑOR SOLARI. — El problema de que no se llegue 
al 100% en materia de retribuciones personales deriva 
de que siempre hay cargos vacantes y en la reestructura. 
ción presupuestal que hizo el CODICEN se previeron car- 
gos para funciones nuevas, que todavía no se han podido 
poner en marcha. No hay que olvidar que la ley nos 
obliga, para el ingreso a la Administración, a efectuar 
un concurso y que el CODICEN ha entendido que esa 
obligación se refiere a todos los escalafones del Ente, en 
contra de opiniones jurídicas muy respetables, que lo li- 
mitan al escalafón administrativo propiamente dicho y 
al docente. 


El CODICEN ha sostenido para todos los escalafones, 
incluyendo el técnico profesional, la exigencia del con- 
curso para los ingresos. Eso produce el hecho de que ha- 
ya vacantes que explican las diferencias a que alude el 
señor legislador Lacalle Herrera. 


El primer punto que tiene que ver con las soluciones 
administrativas que hemos adoptado está relacionado con 
la aprobación del plan de inversiones. En 1985 éste pudo 
ser aprobado el 8 de julio, por razones que tienen que 
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ver con la fecha que tomaron posesión las autoridades 
y diversos problemas. En 1986 se logró adelantar la fe- 
cha al 14 de abril y, este año, fue aprobado el 12 de fe- 
brero, estando los créditos respectivos abiertos en la Con- 
taduría General de la Nación. Esto tiene importancia 
porque, como es obvio, permite esperar una ejecución me- 
jor distribuida a lo largo del año y no el proceso que 
enfrentamos —que es común en la Administración Públi- 
ca— de que una buena parte se intente ejecutar en los 
primeros meses del año para no perder los remanentes 
adjudicados al Ente. 


Un segundo tipo de medidas, señor Presidente, tienen 
que ver con las prioridades del Plan de Inversiones. En 
la confección de dicho Plan, que fue hecha por una Co- 
misión con representantes de todos los Consejos Descon- 
centrados —previo a una sesión de trabajo con la parti. 
cipación de éstos— se estableció un orden de prioridades 
que intenta lograr un alto porcentaje de ejecución que es 
el siguiente: en primer lugar, las obras con contrato fir- 
mado y en ejecución. En segundo término, las obras con 
contrato firmado, iniciadas y paralizadas. En tercer lu- 
gar, las obras por licitación abierta, en trámite de adju- 
dicación. En cuarto término, las obras por licitación en 
trámite. Quinto, las obras que cuentan con terreno y pro- 
yecto realizado. 


Es decir hemos tratado de tomar en cuenta qué es 
lo que, efectivamente, está relativamente avanzado en 
cuanto a su tramitación, con el fin de poder terminarlo 
y evitar ese fenómeno, que también existe en toda la 
Administración —no sólo en nuestro Ente—- de las obras 
paralizadas mientras que, por otro lado, se inician nuevas. 
Aclaro que todo esto es sin perjuicio de prever las nece- 
sidades de reparaciones generales, equipamiento y la po- 
sibilidad de adquisición de inmuebles en caso de produ- 
cirse remanentes no ejecutables en tiempo, caso al que 
me referiré más adelante. 


Un tercer orden de medidas tiene que ver con la 
reestructura y la unificación de los servicios de arqui- 
tectura de todo el Ente. Por un lado permite una mayor 
coordinación técnica y una mejor racionalización en la 
utilización de los recursos físicos y humanos. Esto im. 
plica una comunicación más directa con el Consejo y una 
mayor posibilidad de contralor de la ejecución. Lleva 
consigo la previsión de un sistema de regionalización de 
obras a través del cual se haga posible la licitación, di. 
rección y ejecución directas, evitando los inconvenientes 
de la excesiva centralización. Este problema de la regio. 
nalización en la realización de las obras es un punto que 
nos preocupa muy especialmente porque es uno de los 
grandes obstáculos con el cual choca la ejecución del 
Plan de Inversiones. 


Por último, debo manifestar que nos hemos permi. 
tido crear una unidad especial cuya función es controlar 
todos los trámites de los diversos proyectos, o sea, seguir 
todos los proyectos en sus diversos trámites, de manera 
tal que la ejecución demore lo menos posible. 


Un cuarto orden de medidas tiene que ver con la 
centralización del Plan de Inversiones en materia de 
obras en un programa único. Esto permite simplificar 
algunas etapas en los trámites de licitación y pago. Tam- 
bién hace posible la proximidad física de las reparticio- 
nes contables intervinientes y la actuación de una auto- 
ridad única. Por último, se posibilita las trasposiciones 
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dentro de subprogramas, de acuerdo con el desarrollo de 
la ejecución y las nuevas necesidades que se constaten. 


En quinto lugar, hemos tomado medidas que tienen 
que ver con la racionalización del trámite administrativo 
en materia de ejecución del gasto, tratando de suprimir 
etapas prescindibles en dependencias pertenecientes a la 
Administración Nacional de Educación Pública. 


En sexto término, y en contra de una tradición que 
dejaba los recursos propios en un plan aparte, debo se- 
ñalar que hemos integrado dichos recursos en el Plan 
Genera] de Inversiones, conjuntamente con el financia- 
miento proveniente de Rentas Generales. Esta integración 
nos permite tener disponibilidad financiera inmediata pa- 
ra atender determinados casos. Además, nos da posibili. 
dad de centralizar en una cuenta única los fondos pro- 
venientes de herencias yacentes, legados y donaciones. Por 
último, un punto que consideramos muy importante es el 
relevamiento de los inmuebles improductivos —que son 
muy numerosos en la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública— para adjudicarles destino o proceder a 
su venta. 


Un séptimo orden de medidas internas tiene que ver 
con la aprobación, a comienzos de este Ejercicio, del pre- 
ventivo de ingresos y egresos por proventos de UTU. Es- 
tos proventos, por” su monto, son los más importantes que 
percibe el Ente y permite efectuar gastos con dinero dis- 
ponible y proyectar erogaciones con cargo a ingresos pre- 
vistos. Esta aprobación a comienzos del Ejercicio, permite 
también resolver un problema muy serio para la UTU, 
como es el de disponer del tiempo necesario para plani- 
ficar adecuadamente las reinversiones en procesos produc. 
tivos, ya sean agrarios o industriales. 


¿En octavo lugar, hemos tomado medidas para la ad- 
quisición y arrendamiento de inmuebles aptos para loca- 
les de enseñanza, en caso de necesidad impostergable y 
ante dificultades en la ejecución de las obras. Me per- 
mito poner el ejemplo de que el año pasado se efectuó 
un llamado a licitación para la adquisición de inmue- 
bles. Dicho llamado tuvo un resultado limitado por la 
escasez de ofertas que pudieran resultar de interés para 
el Ente. De todas maneras, permitió la compra del edifi- 
cio en el que se volverá a instalar el Liceo José Enrique 
Rodó, evitando la pérdida de los recursos correspondien- 
tes. Este año hemos resuelto efectuar el mismo llamado 
a licitación porque, como se sabe, el llamado sólo tiene 
validez por el año en curso. Es decir que pensamos reali- 
zar el mismo llamado a licitación, con mayor anticipa- 
ción, de tal manera que si se observan remanentes im- 
portantes, sea posible emplearlos en la compra de inmue- 
bles que puedan ser verdaderamente aptos para la ense- 
ñanza. 


En noveno término, se ha creado una unidad de con.- 
venios y se han incrementado las obras por convenio con 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas para repa- 
raciones generales y ampliaciones. Se espera que esta uni. 
dad permita una realización más ágil de los convenios 
con Intendencias, Comisiones de Fomento, etcétera, Al 
respecto debo decir que el año pasado se firmó un con- 
venio con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
—que está en ejecución— por un monto de N$ 143:000.000, 
para reparaciones generales, que persigue los mismos fi- 
nes. 


En décimo lugar, hemos creado una unidad de pro. 
gramación y proyectos, según directivas de la Oficina de 
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Planeamiento y Presupuesto, que permitirá preparar ta- 
cionalmente y en tiempo proyectos que puedan obtener 
financiamiento con recursos internacionales. 


Hemos presentado a la Oficina de Planeamiento y Pre- 
supuesto un plan de financiación de proyectos de inver- 
sión con recursos externos para edificación y equipamien. 
to, el 20 de mayo de 1986, según lo previsto en el artículo 
607 de la Ley N* 15.809. 


Asimismo, hemos tratado de brindar todo el estímulo 
y apoyo a la gestión de los Consejos Desconcentrados, so. 
bre la ejecución financiera por las reparticiones de su 
dependencia directa. 


Por último —y por las razones que ya han sido alu- 
didas—- hemos realizado y estamos efectuando diversas 
gestiones ante la Tesorería General de la Nación para 
obtener cupos financieros extraordinarios. 


Nuestro cuarto capítulo se refiere a las reformas le- 
gislativas que, a nuestro juicio, deberían realizarse, va- 
rias de las cuales coinciden con los puntos de vista ex. 
presados en Sala por el señor legislador Lacalle Herrera. 


El Consejo Directivo Central aspira a una efectiva vi- 
gencia de la autonomía financiera del Ente, especialmen- 
te necesaria en los aspectos instrumentales que tienen in- 
cidencia en la eficacia de su gestión. 


Se estima que sin perjuicio del control de legalidad 
del gasto por el Tribunal de Cuentas de la República, no 
debería existir otra limitación que la disponibilidad de 
crédito suficiente que el Ente debería. distribuir y ejecu- 
tar, según el régimen de partidas globales. 


Para ello entendemos que es necesario derogar o de- 
clarar no aplicables a la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública, una serie de normas que han hecho exce- 
sivamente rígido el sistema e implantar otras que con- 
tribuyan a mejorar sus posibilidades de ejecución, lo que 
Meva a dividir el problema en dos capítulos. Uno de ellos 
se refiere a las normas que requieren revisión o deroga. 
ción y el otro tiene que ver con las innovaciones en ma. 
teria normativa, que pensamos pueden ser útiles desde 
este punto de vista. 


En cuanto a las normas que requieren revisión o de- 
rogación, corresponde señalar, en primer lugar, que la 
Ley N? 15,809 ha previsto a texto expreso, en su artículo 
611, la derogación de diversas normas limitativas de la 
autonomía financiera en cuanto fueran aplicables a la 
Universidad de la República. 


Es de toda evidencia que esa norma debería ser ex. 
tendida, también, a la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública. 


Algunas de las normes cuya revisión o derogación se 
cree razonable, serían: a) El artículo 63, incisos 1% y 
2% del Decreto-Ley N* 14.416. El inciso 1? de este artícu- 
lo derogó el artículo 110 de la Ley N* 12.803, del 30 de 
noviembre de 1960, que confería a los organismos docen. 
tes la facultad de ordenar sus presupuestos, determinar 
las asignaciones escalafonarias y fijar los montos de sus 
rubros de gastos dentro de las cantidades establecidas 
en sus respectivas partidas, en régimen de autonomía fi. 
nanciera. 
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El inciso 22% estableció como contrapartida que los 
Entes de la Enseñanza deberían elaborar sus proyectos 
de Presupuesto y Rendición de Cuentas, y cumplir con 
las disposiciones de ejecución presupuestal, de conformi- 
dad con las normas generales de clasificación del gasto 
público y de contabilidad y administración financiera que 
rigen en la Administración Central. 


El inciso 32 dispuso que la Contaduría General de la 
Nación dictaría las normas pertinentes y el inciso 4% que 
el Poder Ejecutivo determinaría la forma y oportunidad 
de su aplicación. 


En oportunidad de presentarse el proyecto de Presu- 
puesto de la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica para 1986.89, en el articulado propuesto se incluyó 
la derogación de estas disposiciones, a fin de que el Ente 
recuperara su autonomía financiera y asi fue aprobado 
por el Poder Legislativo. Sin embargo, a raíz de las obser- 
vaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo, promulgada 
la Ley N? 15.809, en su artículo 603 sólo se declararon 
mo aplicables a los Entes de Enseñanza los incisos 3% y 
40, subsistiendo el inciso 22 que limita la autonomía del 
Ente en materia financiera. 


Su vigencia determina una rigidez excesiva, ya que 
una vez conocidos los créditos presupuestales asignados por 
la ley, la Administración Nacional de Educación Pública 
debe distribuirlos entre sus programas y proyectos según 
ia “Clasificación por Objeto del Gasto Público” de la Con- 
taduría General de la Nación. Una vez comunicada esta 
distribución a la Contaduría General, los montos asigna- 
dos a cada rubro y subrubro quedan fijados en forma 
inamovible e intransferible, siendo necesario para Cual- 
quier rectificación engorrosos procedimientos que suponen, 
en algunos casos, una nueva autorización legal y. en to- 
dos, nueva comunicación al Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas y la conformidad de éste para la apertura del 
crédito. 


Esta exigencia es reforzada por lo dispuesto por los 
artículos 84 y 88 de la Ley N% 15.809, de 8 de abril de 1986. 


b) Artículo 64 del Decreto-Ley N* 14.416, de 28 de 
agosto de 1975. 


Este artículo derogó las normas legales que disponian 
que las economías presupuestales acrecerían las disponibi- 
lidades del Ejercicio siguiente. 


También el Consejo propuso sin éxito en su proyecto 
de presupuesto su derogación, dado que la tardía aper- 
tura de los créditos presupuestales en los Ejercicios 1985 
y 1988 lo justifican especialmente. 


Se considera esencial insistir en este punto, ya que 
la ejecución material de la obra pública insume general. 
mente más de un ejercicio financiero, y su culminación 
no coincide, necesariamente, con el año fiscal. 


ec) Artículos 107 y 108 del Decreto-Ley Especia] N? 7, 
de 23 de diciembre de 1983. 


Exigen la autorización previa del Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas y del Poder Ejecutivo para la traspo- 
sición de rubros de gastos de funcionamiento dentro del 
mismo Programa y entre diferentes Programas de un mis- 
mo Inciso. También establecen límites y condiciones acer- 


COMISION PERMANENTE 


12 de Marzo de 1987 


ca de qué rubros pueden ser reforzados o servir como re. 
forzantes. 


Es necesario derogar estas disposiciones en lo que 
respecta a la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica, a fin de permitir una mayor flexibilidad para dis- 
poner las rectificaciones que aparezcan como necesarias 
en el correr del Ejercicio, según la dinámica de la ejecu- 
ción presupuestal. 


Esta excepción ya fue concedida a la Universidad de 
la República en el artículo 611 de la Ley N% 15.809. 


d) Artículos 33 y 34 de la Ley N? 15.767, de 13 de 
setiembre de 1985. 


Dan respaldo jurídico a la aplicación, por parte del 
Ministerio de Economía y Finanzas del sistema de “Cu. 
pos de Tesorería”. Se establece que los gastos se efec. 
tuarán teniendo en cuenta la efectiva disponibilidad de 
fondos y que la Contaduría General de la Nación, con 
asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presi- 
puesto de la Presidencia de la República, establecerá un 
sistema de montos periódicos de asignación de fondos, en 
base a un preventivo de caja de la Tesorería General de 
la Nación. De esta forma se desvirtúa, en los hechos, la 
asignación presupuestal legal, ya que el cupo habilitado 
no es, como debiera, un duodécimo del crédito anual, sino 
una cantidad sensibiemente inferior, que, en los Ejerci- 
cios 1985 y 1986, osciló entre un 30% y un 40% del 
crédito. Si se tramitan facturas y órdenes de entrega no 
cubiertas por ese cupo, las mismas quedan retenidas ge- 
nerándose el consiguiente atraso en los pagos y discon- 
formidad en los proveedores. Esta situación ha generado 
por un lado la retracción de las empresas en la contrata. 
ción con el Estado ya que ante las dificultades del cobro 
optan por no presentarse a los llamados a licitación. Por 
otro lado, quienes continúan contratando con él, cotizan 
muy por encima de los precios de mercado a fin de cu- 
brir los costos financieros de la demora en el cobro, lo 
que redunda en un notorio encarecimiento del gasto pú- 
blico. 


Ello ha determinado una tendencia negativa: la auto- 
limitación en el gasto por parte de las Unidades Eje- 
cutoras. Al mismo tiempo, es necesario realizar comple- 
jas gestiones no siempre exitosas, ante el Ministerio de 
Economía y Finanzas para obtener cupos extraordinarios 
para cubrir las órdenes de pago excedentes. 


El Consejo Directivo Central estima que debe esta- 
blecerse, en forma clara, la obligación ineludible de la 
Tesorería General de la Nación de habilitar los fondos 
necesarios para el pago de todas las Órdenes de pago, sin 
Otro límite que el monto del crédito legal asignado al 
Inciso. 


e) Artículo 88 de la Ley N* 15.809, del 8 de abril de 
1986. 


Reitera, para las inversiones, similar limitación que 
la establecida para gastos de funcionamiento en los ar- 
tículos 107 y 108 de la llamada “Ley Especial N9 7”, 
de 23 de diciembre de 1983. 


Exige la sanción de una ley para trasposiciones entre 
proyectos de distintos Programas de un mismo Inciso y 
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comunicación a la Asamblea General y Ministerio de 
Economía y Finanzas, en caso de trasposiciones dentro 
de un mismo Programa. 


Esto implica, en la práctica, que si en el correr del 
Ejercicio se constata, por ejemplo, un sobrante por im- 
posibilidad de ejecución del Plan de Inversiones en el 
Consejo de Educación Primaria (Programa 25.02), no po- 
dría ser transferido y utilizado por el Consejo de Edu- 
cación Secundaria (Programa 25.03) o en el Consejo de 
Educación Técnico Profesional (Programa 25.04), sin pre- 
via aprobación legislativa. 


La disposición en examen es contradictoria, además, 
con la previsión del artículo 603 de la misma Ley de Pre- 
supuesto, que establece que el Consejo Directivo Central 
distribuirá los créditos presupuestales entre sus programas 
y determinará los gastos y asignaciones de sus escalafo- 
nes. La lógica indica que si se tiene la potestad de la 
distribución inicial, ésta debe subsistir para las modifica- 
ciones ulteriores, sin que sea necesaria una nueva inter. 
vención legislativa para cada trasposición de rubros. 


Esta consecuencia, a todas luces inconveniente e irra- 
cional desde el punto de vista de la administración de los 
recursos del Estado y, en particular, de los asignados a 
la educación, seguramente no ha sido querida por el le- 
gislador y debe ser modificada. 


Innovaciones a introducir en la normativa vigente. 


En este aspecto, podría obtenerse una mayor flexibi- 
lidad y agilidad en la gestión financiera del Ente, mejo- 
rando algunas disposiciones del Decreto 104/968 “Pro. 
yecto de Ley de Contabilidad y Administración Finan- 
ciera del Estado”. 


Sin perjuicio de una revisión y actualización integral 
de éste, deberían aumentarse considerablemente y fijarse 
en Unidades Reajustables los montos previstos en el ar- 
tículo 29 para contratación directa, concursos de precios 
y licitaciones. 


Debería ampliarse además la posibilidad de contrata- 
ción directa y sin limitación de monto prevista en el in- 
ciso tercero de dicho artículo, a otras situaciones de ex- 
cepción que lo justifiquen a criterio de la autoridad, ba- 
sadas en el interés del servicio. Si se entendiera que esta 
facultad ya está contemplada en el literal i) de dicho in- 
ciso, deberá establecerse que la autorización del Tribunal 
de Cuentas, prevista en el apartado final del artículo, 
debe ser posterior y no previa a la realización del gasto. 


Por otra parte, se debería facultar a la autoridad a 
prescindir de la exigencia de habitualidad en el comer- 
cio O industria del contratante, prevista en el artículo 30, 
en casos especiales debidamente justificados, como, por 
ejemplo, suministros, reparaciones y pequeñas reformas 
a realizar.en locales del interior del país. Este problema 
afecta, muy particularmente, a las escuelas dependientes 
del Consejo de Educación Primaria. 


Todas estas iniciativas han sido ya objeto de plan- 
teamiento por parte del Consejo Directivo Central ante 
el Parlamento o el Poder Ejecutivo, en las siguientes ins- 
tancias: a) Oficio N* 250/85 de 9 de julio de 1985, a 


y 
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la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, con propuesta 
para Rendición de Cuentas 1984. 


b) Oficio N* 368/85 al Ministerio de Economia y Fi. 
nanzas y N? 369/85 a la Oficina de Planeamiento y Pre- 
supuesto, de 28 de agosto de 1985, con Mensaje y Pro- 
yecto de Ley de Presupuesto del Ente. 


Cc) Manifestaciones del Consejo ante las Comisiones 
de Presupuesto y Hacienda de ambas Cámaras, en opor. 
tunidad de tratarse el proyecto de Ley Presupuestal (Se- 
nado, días 3 y 16 de octubre de 1985. Distribuidos 448/85 
y 472/85; Cámara de Representantes, día 11 de diciem- 
bre de 1985, Acta 29/85). 


d) Oficio N* 77/86, de 23 de julio de 1986, al Mi. 
nisterio de Economía y Finanzas, con copia de la Reso. 
lución N* 1 del Acta N% 46, de 23 de junio de 1986, re- 
ferente al Proyecto de Rendición de Cuentas 1985. 


e) Manifestaciones del Consejo ante las Comisiones 
de Presupuesto y Hacienda de ambas Cámaras en opor- 
tunidad de tratarse el Proyecto de Ley de Balance de 
Ejecución Presupuestal 1985 (Senado, día 4 de agosto de 
1986. Distribuido 224/86, Cámara de Representantes, día 
23 de setiembre de 1986, Acta 48/86). 


f) Oficio N?% 165/86, de 27 de noviembre de 1986, 
a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Antes de pasar al capítulo final, quiero señalar que 
estamos estudiando cuáles son las medidas que dependen 
de nosotros y que permitirían disminuir la existencia de 
esos absurdos cuarentaiún pasos que el señor legislador 
Lacaile Herrera ha señalado. De esos cuarentaiún pasos, 
la mitad son externos y la otra internos. Pero resulta, que 
de la otra mitad, una buena parte son indispensables para 
cubrir la mitad que no depende del Ente. O sea, que una 
cantidad de pasos, que aparentemente dependen de noso- 
tros, no pueden ser suprimidos, porque están destinados 
a preparar otros que, a su vez, no podemos modificar o 
alterar. 


El Consejo Directivo Central quisiera terminar esta 
exposición con algunas consideraciones de carácter gene- 
ral que se permite someter a la Comisión Permanente. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Flores Silva.) 


—6$Se trata de las dificultades comunes a toda la 
Administración Pública para la ejecución de sus gastos 
e inversiones, a las que los organismos de enseñanza no 
podían ser ajenos. Prueba de ello es que los porcentajes 
de ejecución del Ejercicio 1984, cumplida bajo la gestión 
de la anterior administración, son más bajos que los de 
los Ejercicios 1985 y 1986. 


Una de las dificultades que se señala, que ya se ha 
comentado, es la excesiva complejidad y lentitud de los 
trámites que requieren más de cuarenta etapas. 


Otra circunstancia que debe tenerse en cuenta es que 
los Ejercicios 1985 y 1986 corresponden a años atípicos en 
cuanto a la programación del gasto público. 


El primero de ellos coincide con el cambio de auto. 
ridades y la consecuente renovación del personal de di.- 
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rección y nuevos enfoques en materia de procedimientos, 
que se operó a partir de los meses de marzo y abril. En 
lo especificamente presupuestal, debe tenerse presente que 
la Ley N?* 15.767 de Rendición de Cuenías y Balance de 
Ejecución Presupuestal 1984, fue sancionada a fines del 
mes de setiembre de 1985, lo que hizo que el ejercicio 
fiscal de ese año quedara reducido prácticamente a tres 
meses, en lo que respecta a la ejecución de los refuerzos 
asignados por dicha ley. 


El año 1986, por su parte, se abrió con la incertidum- 
bre de los montos presupuestales elaborados para el quin- 
quenio, que no fue develada sino hasta el mes de abril, 
fecha en que se sancionó la Ley N* 15.809. 


No obstante estas circunstancias, ha sido preocupación 
constante del Consejo, desde su instalación, mejorar los 
porcentajes de su ejecución presupuestal en materia de 
gastos e inversiones, dada la estrecha incidencia que los 
aspectos locativos y de equipamiento tienen sobre el ren- 
dimiento escolar. A tales efectos, adoptó una serie de 
medidas que han sido resumidas en la respuesta a la pre- 
gunta N* 3 y abogó por recuperar la autonomía financie- 
ra que corresponde al Ente, según lo expresado en-la res- 
puesta correspondiente a la pregunta N* 4 del pedido de 
mformes. 


Creemos que es importante señalar que el bajo porcen- 
taje de las inversiones en el total del gasto es un antiguo 
problema de los servicios de enseñanza. El “Informe sobre 
el Estado de la Educación en el Uruguay” —publicado por 
el Ministerio de Instrucción Pública y Previsión Social 
del año 1966—- señalaba que para el año 1961 la inver- 
sión sólo representaba el 6,8% del gasto total, pese a que 
se incluía lo invertido a través del Ministerio de Obras 
Públicas y del Fondo de Edificación Escolar. Ese porcen- 
taje promedio resultaba de situaciones muy diferentes en 
los distintos Entes Autónomos de la Enseñanza. En Pri- 
maria, la inversión era sólo el 3,2%, en Secundaria el 
5,6%, en la Universidad del Trabajo el 17,0% —<Jebe seña- 
larse que 1961 fue excepcional para la UTU— y el 9,3% 
en la Universidad de la República. Para 1986 las cifras 
son sobre el totai del gasto: 5,6% en Primaria, 60% en 
Secundaria y 2,8% en el Consejo de Educación Técnico 
Profesional. 


Las cifras de Primaria aparecen sobredimensionadas 
porque se transfirieron recursos de este Organismo a otros 
programas. 


Este fenómeno de la baja inversión es general en el 
Estado y recientemente una autoridad como el Contador 
Faroppa lo registraba analizando la ejecución presupues- 
tal de 1986. En el caso de la educación se agrava porque 
la disminución del gasto dedicado a ella ha sido mucho 
más fuerte en materia de inversiones que de sueldos. Por 
razones Que pueden ser muy diversas y que no Corres- 
ponde analizar aquí, el Estado, lo desee o no, actúa de 
hecho sacrificando a las generaciones futuras, beneficia- 
rias de las inversiones, en favor de las actuales. 


El problema se intensifica porque mientras la eje- 
cución en materia de sueldos llega fácilmente a porcen- 
tajes muy altos es mucho más complejo en lo relativo a 
inversiones. Si en 1986 se hubiera ejecutado el 100% de 
las inversiones, la proporción en el gasto total hubiera 
sido el 6,2% en lugar del magro 3,7% real que se registra. 
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Pese a lo exiguas que son las remuneraciones perso. 
nales, la Enseñanza, desde hace muchos años, se ha con.- 
vertido de hecho en una gran máquina de pago de suel. 
dos. Las cuestiones planteadas en el pedido de informes 
llevan, pues, a graves problemas que tienen que ver con 
la política general del Estado. No se trata, por cierto, de” 
analizar las causas de la situación ni mucho menos de 
distribuir culpas. El Consejo Directivo Central es cons. 
ciente de que parte de las deficiencias en la ejecución 
son internas y de responsabilidad nuestra y por ello ha 
tomado las medidas que se han descripto en el capítu- 
lo TIT. 


Sin embargo, es importante tener en cuenta que fue- 
ra cual fuere el éxito de esas medidas cambiaría relativa- 
mente poco el bajo porcentaje de la inversión que, desde 
hace mucho tiempo y a través de los más diferentes go- 
biernos aflige al Estado en general y a la educación en 
particular. Ese nos parece el tema central que requiere 
una preferente atención por los “distintos poderes del go. 
bierno. 


El Consejo espera que esta información y el presente 
intercambio de ideas contribuya a encontrar soluciones 
que permitan mejorar la eficacia del sistema, según es el 
deseo de todos quienes se han interesado en el tema. 


SEÑORA MINISTRO DE EDUCACION Y CULTURA. — 
Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Tiene la palabra la señora Ministra. 


SEÑORA MINISTRO DE EDUCACION Y CULTURA. — 
Señor Presidente: el pormenorizado informe que acaba. 
mos de oír y que nos ha enfrentado a la realidad de 
la Enseñanza Primaria y Media en cuanto a la ejecución 
presupuestal, ha dejado en evidencia dos cosas muy cla- 
ras. Primero, es un problema que no afecta sólo a la ense- 
ñanza sino que es general por cuanto los niveles de eje- 
cución a los que se ha llegado en la órbita de la ense- 
ñanza, difieren poco de los que se han alcanzado en otros 
sectores de la Administración Pública. El segundo aspecto 
que pienso ha quedado en claro, es que se trata de una 
temática que desborda los límites de nuestra Cartera e 
invade la competencia de otras, por lo que entendemos 
que no podemos emitir opinión respecto a alguna de las 
soluciones en la medida que se refieren al orden finan- 
ciero y es de competencia de otro Ministerio. 


Pero sí podemos señalar que estamos trabajando, en 
nuestro Ministerio, en relación a aquellos programas que 
corresponden a Unidades Ejecutoras que dependen direc- 
tamente de él, en la adopción de medidas de racionali- 
zación administrativa. Y, en función de los términos del 
decreto por el cual se confía la realización de las obras 
públicas al Ministerio de Transporte y Obras Públicas con 
carácter general, estimamos conveniente —y así lo hemos 
conversado con el señor Ministro de dicha Cartera— ana- 
lizar la posibilidad de que los recursos destinados a esas 
obras figuren en su presupuesto con la afectación corres- 
pondiente, a efectos de evitar todo ese largo proceso que 
supone la transferencia de los recursos del Presupuesto 
del organismo o del Inciso, al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. 


Esa es una de las normas que, junto con el señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas, estamos procu- 
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rando introducir entre aquellas que el Poder Ejecutivo 
propiciará en su momento en el proyecto de Rendición 
de Cuentas. En ese aspecto, queremos señalar que esta 
propuesta no significará desconocer la facultad del orga- 
nismo a que pertenece la obra de participar y controlar 
el proceso de ejecución, pero sí una medida práctica que 
elimine una de esas etapas que a su vez se traduce en 
cuatro, cinco o seis de los enunciados, en ese pormeno- 
rizado y escalofriante discurso que leyó el señor senador 
Lacalle Herrera. 


En cuanto a las demás medidas, reitero, entendemos 
que la materia es propia de las leyes de ordenamiento 
financiero, y que nosotros no estamos en condiciones de 
poder pronunciarnos sino en el sentido —esto sí lo deci- 
mos enfáticamente— de buscar caminos por los cuales se 
aligere la tramitación, se hagan efectivas aquellas ga- 
rantías que son necesarias, se eliminen las que resuitan 
innecesarias y, en Último término, se produzca una real 
modernización de la administración y una racionalización 
de su proceso, a efectos de lograr una más racional y 
efectiva gestión. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — No podemos emitir 
un juicio definitivo aunque las opiniones van a ser coad- 
yuvantes acerca de las cifras que ha leído el señor Vice- 
presidente del CODICEN porque requerirán un detallado 
análisis, pero agradecemos la respuesta que nos ha b:in- 
dado y los porcentajes a que ha hecho referencia que 
son, sin lugar a duda, datos concretos de la realidad, so- 
bre los que tendremos que comenzar a operar. Es decir, 
que los dos primeros puntos sobre los que versaba el cues- 
tionario del legislador que motivó esta reunión, referidos 
a datos de la realidad, y los dos últimos —las sugeren- 
cias O ideas— tanto en el ámbito administrativo como 
en el legislativo, constituyen el punto de partida del tra- 
bajo que hoy vamos a iniciar. 


Reitero una vez más —porque nunca estará de más 
hacerio, tanto por la consideración y el afecto que nos 
merece la señora Ministra como para clarificar bien el 
alcance de esta instancia parlamentaria— que sabemos y 
comprendemos que éstas son pragmáticas que afectan a 
toda la Administración y que no son sólo imputables a 
la gestión correspondiente a la educación y a la cultura 
de la República. 


De todas maneras, se nos ocurre que existe algún 
tipo de corsé, de impedimento difícil de quitarlo de en- 
cima que son algunas disposiciones constitucionales rela- 
cionadas con el gasto y la intervención del Tribunal, que 
indudablemente van a escapar a las posibilidades de la 
Legislatura, sobre las que tendriamos que inclinarnos si 
alguna vez vamos a revisar la Carta fundamental. 


Quiero hacer hincapié que hemos constatado una vo- 
luntad de política administrativa del Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, que no ha sido compartida con el Po- 
der Ejecutivo. Vale decir que el proyecto de presupuesto 
y la aprobación que subsiguientemente le brindó el Poder 
Legislativo se vieron enfrentados al veto del Poder Eje- 
cutivo en algunas de las normas cuya necesidad hoy 
día se reitera. Quiere decir que también, desde ese punto 
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de vista, existe la necesidad de una clarificación de la 
voluntad política del Poder Ejecutivo que debe unificarse 
en el trámite interno de lo que debe ser el funcionamiento 
del Consejo de Ministros o de las relaciones de los Mi.- 
nisterios, porque solamente una vez que se laude en un 
sentido u otro, podremos sostener que es voluntad del 
Poder Ejecutivo en su totalidad la que hoy se manifiesta 
por parte de los jerarcas de la Educación. 


Todas estas instancias, a mi juicio, deben recorrerse 
a partir de la semana próxima. En lo que Nos es perso. 
nal, cuando el Senado inicie sus sesiones, vamos a solici. 
tar que este año, con anterioridad a la presentación del 
proyecto de Rendición de Cuentas, comience a trabajar 
la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, por- 
que después de las expresiones oídas en Sala, creo que 
existe consenso en el sentido de que de nada nos valdrá 
la aprobación de la Rendición de Cuentas, si antes no 
eliminamos, en algo, estos impedimentos o lastres que el 
propio gasto público tiene en la Administración. Si se pu- 
diera hablar de partes en el sentido procesal, ambas par. 
tes, Poder Ejecutivo o Administrador en general —en “el 
sentido lato— y el Poder Legislativo creo que tendrian 
que realizar una tarea interna previa. El Poder Ejecutivo 
—sobre todo teniendo en cuenta la conducción económica 
y los responsables de la misma, ya no sólo el Ministerio 
de Economía y Finanzas sino también la Dirección de 
Planeamiento, la propia Contaduría, a la que hemos men. 
cionado reiteradamente en el tema de los cupos, y la Ofi. 
cina de Planeamiento y Presupuesto, a la que deberá su- 
jetarse como directiva de su gestión gubernativa el Po. 
der Ejecutivo y el Partido de Gobierno— tendrá que lau- 
dar internamente las diferencias que tenga, y tendrá que 
tener una sola palabra, una sola opinión y una sola vo- 
luntad en materia de iniciativa legislativa. No puedo ha- 
blar por el Parlamento en general, pero sí me atrevo a 
comprometer mi gestión personal como integrante de la 
Comisión de Hacienda para que la próxima semana se 
ponga en la agenda de trabajo del Senado de la Repú. 
blica el comienzo del estudio de estos temas antes de la 
presentación del proyecto de Rendición de Cuentas que 
seguramente —tal como se ha comprometido— llegará an.- 
tes de fin de mes de abril. Pero también deberemos re- 
currir al auditor nacional, al Tribunal de Cuentas, para 
que haga lo propio. 


Vale decir que estamos en un momento en que el 
pais necesita obras comunes, de consenso, en las que no 
haya más que matices técnicos o de opinión. Estamos en- 
trentados a una obra que puede ser muy beneficiosa pa. 
ra la República: que partidos disímiles, que Poderes que 
están establecidos para controlarse mutuamente acuerden 
“hincarle ei diente” a este tema cuya importancia, segu. 
ramente, no ha escapado a nadie después de las consi- 
deraciones que se han efectuado. 


Entonces, la primera reflexión que nos surge —y qui.- 
zá lá más importante— después de escuchar y agradecer 
como corresponde el pormenorizado informe que se nos 
ha brindado y que vamos a leer, es que no se agota aquí 
esta jornada parlamentaria, que esto no es más que ha. 
ber puesto en primera línea, en el escaparate de la opi. 
nión pública, un tema que tendremos que comenzar a 
analizar a partir del próximo lunes. Y en ese sentido creo 
que no puede haber dos opiniones, porque en esto nos 
va a todos la credibilidad de la gente: a nosotros, cuando 
imponemos al contribuyente un gasto y al poder admi- 
nistrador, para que cuando culmine su labor pueda mos- 
trar una gestión eficaz. 
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Creo que estos dos conceptos van a hacernos traba- 
jar. Si la jornada de hoy se va redondeando —ya hemos 
tenido la opinión del Poder Ejecutivo y de los adminis. 
tradores en general y nosotros hemos manifestado la 
nuestra, sin perjuicio de las demás que se viertan— creo 
que .podemos decir que éste es el inicio de una etapa 
largamente esperada para Que la Administración, que ha 
crecido frondosamente y que ha ahogado no solo la ini- 
ciativa privada sino la propia posibilidad de eficacia del 
poder público, que ha sido gravosa en cuanto a las gabe- 
las, y también tremendamente lenta e ineficaz en el gasto 
de esas cantidades, sea puesta en el banquillo de los acu- 
sádos, por encima de ideas políticas, con un sentido de 
eficacia, y que se advierta en la palabra lo que realmente 
se quiere decir, o sea, que exista una relación entre cau- 
sa y efecto, ya que entre la voluntad política y la reali- 
zación concreta se dé la mayor compadecencia posible. La 
peor crisis que puede vivir el sistema democrático es que 
la gente advierta que entre este país de las leyes y el 
real hay un escaso contacto o que él no existe. Lo peor 
que nos puede pasar a todos los que integramos el pro- 
ceso formativo de la voluntad política del país es que éste 
sea el reino del país del papel, quedando intocado el reino 
del país real por lo que supuestamente tiene que ser —y 
es-— la suprema voluntad política de la República. 


No quiero entrar al análisis porque las iniciativas uno 
las puede juzgar recién cuando se las articula. Desde ya 
algunas son compartibles en cuanto a lo que tiene que 
ver con los legisladores; otras, dependerán —repito, y ter- 
mino con esto— de la propia dialéctica interna del Po.- 
der Ejecutivo, que tendrá que buscar, por los mecanis- 
mos que sea, que las opiniones del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, de la Oficina de Planeamiento y Pre- 
supuesto y de la Tesorería General de la Nación sean las 
mismas o lo más próximas posible a las de los ejecutores 
de los otros Incisos del Presupuesto Nacional. 


Todos nos congratularemos el día que podamos decir 
—seguramente será antes de aprobarse la próxima Ren- 
dición de Cuentas o en ocasión de su tratamiento— que 
hemos adelantado algo en nuestra labor de hacer más 
eficaz el Gobierno y, por ende, más cierto aquello de que 
aquí estamos gobernando no por nosotros sino por quie- 
nes nos votan, contribuyen y esperan el máximo retorno 
de sus esfuerzos cívicos y económicos. 


SEÑOR FAU. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR FAU. — Señor Presidente: creemos que el 
Parlamento debe felicitarse por la circunstancia de po- 
der debatir en un buen nivel y con la.serenidad nece- 
saria un conjunto de temas que sin duda forman parte 
de las grandes preocupaciones que el país tiene plan- 
teadas. 


Una primera conclusión de estos debates, de los fun- 
damentos de quien llama a Sala a la señora Ministra, 
de sus razones y de las de los jerarcas del CODICEN, es 
marcar la coincidencia, más allá de toda connotación po- 
lítica, que existe en el Cuerpo en cuanto a manifestar 
una preocupación y que la misma lleva implícita la im- 
periosa necesidad de que se operen cambios, que quizás 
sea lo único que tendría que dividir a los uruguayos, es 
decir, dejar de etiquetarnos y de colocarnos en determi- 
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nada senda sin saber cuál es el punto de referencia que 
nos coloca en un camino u otro o en el del centro. Tal 
vez el debate deba hacerse, entonces, para que la división 
sea en otros términos: por un lado, los que quieren con. 
servar y por otro, los que desean cambiar. Creo que se- 
ría más afirmativo, más constructivo que por un lado 
estén quienes defiendan determinada situación y por otro, 
cuienss piensan que ella debe modificarse. Después, ven- 
drá la segunda instancia, es decir, en la coincidencia del 
cambio, quienes quieran cambiar para innovar y quienes 
deseen hacerio para retroceder. 


Le hacz bien al país que los debates se hagan en 
estos niveles, en este tono, porque en definitiva vamos 
ubicando los grandes temas en los grandes enfoques, de- 
jando lo aleatorio que muchas veces nos divide más de 
lo que sería necesario. 


Naturalmente, hay una necesidad de repensar a] Es- 
tado, a su rol, a su misión. También la hay de que las 
leyes que aprobamos tengan un sentido más práctico. 
Coincido absolutamente con el señor legislador Lacalle 
Herrera en cuanto a que este Parlamento dicta normas 
con un determinado propósito o sentido y después se le 
escapan de su propia voluntad. A veces eso ocurre por- 
que este Parlamento, entre otras cosas, carece de sus 
propios asesores. En materia presupuestal el órgano sus- 
tancial para su aprobación es el Pariamento y, ¿quién lo 
asesora? Los asesores del Poder Ejecutivo. No estoy ha- 
ciendo una valoración política, no estoy señalando que 
porque pertenezcan a este Poder Ejecutivo sean más O 
menos buenos; estoy indicando un hecho orgánico e ins- 
titucional. Nosotros nos tenemos que guiar por lo que 
nos dice el Poder Ejecutivo, y eso no es bueno para un 
Parlamento. Lo mejor sería que el Parlamento tuviera 
sus propios asesores. 


Cuando se trata de cambiar y de innovar también te1- 
dremos que ir pensando que ambas ramas del Poder Le- 
gislativo deberán contar con sus propios equipos asesores 
que le brinden aquella información que les resulta. im. 
prescindible para que en buena parte no se cometan los 
errores en que muchas veces suele incurrirse. No solo 
habrá que plantearse cómo hacer más ágil al Estado sino 
también como hacerlo más eficaz. Este es uno de los pro- 
blemas que el país ha venido soslayando. j 


No quiero desenfocar el debate ni el tono que se le 
ha dado; pero entiendo que algunas reflexiones hay que 
hacer. z 


El país tiene que pensar si va a seguir cubriendo su 
Administración Pública tal como lo ha hecho hasta aho- 
ra o si va a cambiar; si cree que los funcionarios deben 
ingresar a los organismos del Estado en función de de- 
terminadas ubicaciones políticas, o si por el contrario de- 
ben hacerlo por sus condiciones O por su capacidad o ap- 
titud. El país tendrá que plantearse, entonces, si los fun- 
cionarios van a seguir ingresando a la Administración 
Pública mediante recomendaciones políticas o si por el 
contrario ha quedado demostrado que ellas no sirven y 
que la eficiencia del Estado reclama que establezcamos 
normas que aseguren que quien ingrese reúna las condi 
ciones necesarias. Eso podemos hacerlo desde acá; lo po- 
demos hacer nosotros, ya que podemos aprobar una ley 
que establezca el concurso obligatorio para el ingreso a 
la Administración Pública. Hasta ahora no lo hemos he- 
cho; pero, bueno, no miremos el pasado, no digamos que 
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hasta ahora no se ha hecho. ¿Por qué no asumimos el 
compromiso de hacerlo en el futuro? 


No quiero sacar de esto conclusiones políticas que 
nos alejen de la finalidad del debate, pero, por ejemplo, 
mi fuerza política lo propuso en'el Parlamento. Quiso 
que incluyéramos en las leyes presupuestales normas ex- 
presas que estableciesen la posibilidad de que únicamente 
se ingresara a la Administración Pública por concurso. 
¡Qué gran favor le haríamos al Estado y a los dirigentes 
políticos que ya no tendrían que cargar sobre sus espal. 
das con tantos compromisos y pedidos que muchas veces 
entorpecen y dificultan hasta su propia actividad política 
y legislativa! Haríamos bien por los dos lados. 


Nosotros no hemos podido lograrlo a través de una 
ley porque no contamos con el apoyo parlamentario ne- 
cesario, pero cuando nuestra coalición política debió ha- 
cér uso de los cargos que le correspondian en la Admi- 
nistración Pública, también pensó que de algún modo era 
preciso cambiar. Pudimos haber hecho ingresar a nues- 
tros correligionarios para ocupar los cargos de que dispo- 
níamos en esta Casa o en algún Ente Autónomo, pero 
pensamos que eran Cargos que no nos pertenecían. Por 
ello convocamos a un gran concurso público nacional al 
que se presentaron blancos, colorados, frenteamplistas y 
cívicos y, con todas las garantías correspondientes, reali- 
zamos el concurso en el que se clasificaron los que tenian 
Jas mejores aptitudes. ¡Con qué orgullo aportamos un día. 
a la Secretaría de la Cámara que integramos los nom- 
bres de quienes habían obtenido los primeros puestos en 
el mismo! No sabíamos —y pido que me crean— Qué 
idea política tenían quienes se habían clasificado o por 
qué partido habían votado en el año 1984. 


Estas son formas de innovar, de cambiar; pero tam- 
bién son formas de ir planteando los temas en sus reales 
dimensiones y de ver que el problema no está flechado 
sino que tiene distintos aspectos en los que debemos ir 
hurgando. 


SEÑOR MANZI. — ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor legislador? 


SEÑOR FAU. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Puede interrumpir el señor legislador. 


SEÑOR MANZI. — Considero que esta instancia par- 
lamentaria va a quedar señaladísima en la memoria de 
todos quienes participamos de ella y de los que eventual. 
mente la están siguiendo, por el alto grado de coinciden- 
cia que se viene expresando por parte de todos quienes 
han hecho uso de la palabra: representantes del Partido 
Nacional, del Frente Amplio y del Partido Colorado. 


Me permito señalar al señor legislador Fau que tam.- 
bién existe coincidencia en esta última parte de su alo- 
cución —no puedo hablar en nombre del Partido Nacio- 
nal pero sí del Partido Colorado— y que no es exclusi. 
vidad de su coalición política la intención de promover 
el ingreso por concurso a la Administración Pública sino 
que existen sendos proyectos del Partido Colorado —y 
creo que también del Partido Nacional— que buscan el 
mismo efecto. De manera que también en este aspecto 
coincidimos con la preocupación expresada por el señor 
legislador. 
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Deseo referirme, ahora, a una cuestión menor. El se- 
ñor legislador Fau, al principio de su alocución mencio- 
naba la inconveniencia de las etiquetas y a posteriori pro- 
puso cambiarles el color y señalar quiénes estaban de 
acuerdo con el cambio y quiénes con la conservación; 
pienso que si no vamos a etiquetar, en definitiva no debe- 
mos proponer una nueva fórmula para viejos vicios. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Puede continuar el señor legislador Fau. 


SEÑOR FAU. — Veo que por lo menos hemos avan- 
zado algo, pues hemos cambiado las etiquetas. 


Es justo reconocer que el sector a que pertenece el 
s. ñor legislador Manzi es uno de los que apareció entre 
los más rezormadores o movilizadores dentro del viejo 
partido del que forma parte, y que en este sentido ha pre- 
sentado un proyecto de ley en la Cámara de Represen- 
tantes y que ha usado sus tribunas periodísticas para fun- 
damentar las virtudes del mismo; pero debo decir, sin 
ánimo travieso, que cuando tuvo la oportunidad de trans- 
formar en ley sus aspiraciones, lamentablemente no con- 
tamos con los votos del partido del señor legislador. Eso 
puede haber sido un mero accidente parlamentario; qui- 
zá este año tengamos la oportunidad de concretar en 
una gran ley la expresión que manifiesta el señor legis. 
lador para que en definitiva, el concurso deje de ser 
una bandera de esta coalición y se convierta en uno de 
los principios que reivindican todos los partidos del país. 


SEÑOR MANZI. —- Así lo esperamos. 


SEÑOR FAU. — El señor senador Lacalle Herrera, 
con una prolija minuciosidad, señalaba la tortuosidad ad- 
ministrativa y mencionaba los cuarentalún pasos; debo 
decir que eso ocurre en el mejor de los casos. ¡Ni qué 
hablar si ese expediente llega a tener alguna complica- 
ción! Si alguna oficina dice: “Para mejor proveer, vuel 
va a la oficina remitente y en su oportunidad se tomará 
resolución”, los cuarentaiún pasos pueden dar origen a 
otros tantos. 


No se trata solamente de las reglamentaciones o de 
las dificultades que se pueden crear a nivel del Poder 
Ejecutivo para nc contar en tiempo y forma con las par- 
tidas presupuestales, sino que se suman también, en el 
caso concreto que motiva este llamado a Sala, las difi. 
cultades que enfrentan los propios Consejos Desconcentra- 
dos. Entre la profusa documentación que se nos ha he- 
cho llegar con motivo de este debate, tengo un documen- 
to de un Consejo Desconcentrado en el que se narran las 
carencias, las dificultades y las enormes adversidades con 
que se encuentra en el cumplimiento de su función. A 
ellas se agregan las resoluciones del Consejo Directivo 
Central —conocido por su sigla CODICEN— adoptadas el 
14 y el 21 de abril de 1986. Es decir que a las normales 
dificultades planteadas por el Ministerio de Economía y 
Finanzas se suman las que, en el área de la educación 
crea el Consejo Directivo Central] con sus propias reso- 
luciones. - 


Para dar un ejemplo sencillo, diré que en el año 1986, 
de acuerdo a la interpretación que daba el CODICEN, 
se había adjudicado una partida de gastos de nuevos 
pesos 332:498.000. En este documento se efectúa una des- 
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cripción narrativa de lo que se entregó mes a mes y, en 
números redondos las partidas fueron las siguientes: en 
enero, N$ 5:000.000; en febrero, N$ 5:000.000; en marzo, 
N$ 5:000.000; en abril, N$ 16:000.000; en mayo, nuevos 
pesos 8:000.000; en junio N$ 8:009.000; en julio, nuevos 
pesos 14:000.000; en agosto N$ 14:00.000 y en setiembre 
N$ 8:900.000. En total, de enero a setiembre se entrega- 
ron N$ 85:521.000. Es decir que este Consejo Desconcen- 
trado recibió el 25,7% del total de los créditos presupues- 
tales que se le habían adjudicado. 


De esta forma, ningún servicio público, sea o no de 
la enseñanza, puede planificar y concretar ningún tipo 
de tarea. 


Se agregaba, también, que recién en julio de este año 
estuvieron en condiciones de pagar aquellos gastos que 
habían sido planillados en el Ejercicio 1985. Esto trae 
aparejado el recelo de todos los proveedores que se pre- 
sentan a un llamado de la Administración Pública; cuan- 
do saben que lo que entregan en marzo o abril de 1985 
lo cobran en julio de 1986, sin duda no alienta la posi- 
bilidad de que vuelvan a presentarse. 


El señor legislador Lacalle Herrera hablaba —y lo 
hacía muy bien— de la preocupación de los contribuyen- 
tes. Es bueno que los contribuyentes sepan qué se hace 
con el dinero que se les saca, lo que se hace mal, porque 
se efectúa en forma injusta y no equitativa, ya que en 
definitiva, de acuerdo al sistema financiero - impositivo 
que tiene el país, no todos los sectores aportan en fun- 
ción de sus reales posibilidades, por lo que existe una 
injusticia implícita. Pero este punto tendremos que ha- 
blarlo y discutirlo oportunamente. Naturalmente, el con. 
tribuyente tiene derecho a saber qué se hace con el di. 
nero que él aporta mes a mes; debe conocer a dónde va 
a parar lo que vuelca con tremendo esfuerzo, especial. 
mente aquél que dispone de menos recursos. 


Debemos hablar, además, de lo que se puede hacer, 
en materia de inversiones, con lo que el pueblo vuelca a 
las arcas del Estado. Y de alguna manera tendremos que 
decir, también, que no existe un sentido de retribución 
acorde al esfuerzo que realiza la sociedad. 


El señor Vicepresidente del CODICEN, doctor Solari 
—para quien tenemos un especial respeto— decía que a 
veces el servicio termina transformándose en un pagador 
de sueldos. 


Sin ánimo peyorativo, sin ánimo de querer molestar, 
yo diría que, en definitiva, si de eso se trata entonces 
en lo que se ha transformado el servicio es en mero pa- 
gador de “suelditos”. Si, por lo menos, lo que se volcara 
a la Enseñanza fuera para pagar sueldos decorosos, de 
acuerdo a la tarea y responsabilidad del docente, nos que- 
daría un consuelo. Pero no es ni siquiera para pagar suel- 
dos; repito: es para pagar “suelditos”. 


En este país hay un profesional, el maestro, que es 
el único que después de haber culminado su carrera tiene 
que dar un concurso severísimo, tremendo, para poder 
llegar a ejercerla. No tiene ninguna otra oportunidad de 
ejercer con carácter efectivo en la función pública, si no 
es a través del concurso. 


Es bueno que el contribuyente sepa que a ese profe- 
sional que hace una carrera y debe concursar para po- 
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der ejerce su cargo, el Estado le paga N$ 18.000 por mes. 
Esto hay que señalarlo, porque si aquí se trata de cam- 
biar, vamos a empezar a hacerlo realmente. 


Un profesor de enseñanza secundaria que dicta 18 


“ horas de clase gana N$ 1.000 por hora de clase, es decir, 


N$ 18.000 por mes. Ustedes me dirán: “Bueno, pero a lo 
mejor en dos o tres años logra ajustar su sueldo”. No; 
un maestro con 26, 28 o 30 años hoy saca sueldos líqui- 
dos de N$ 28.000 o N$ 30.000. Y eso tiene que saberlo el 
contribuyente, porque tenemos que estar al tanto de que 
cuando depositamos en las arcas del Estado nuestros 
aportes mes a mes, ellos a veces se desvirtúan por tor- 
tucsos mecanismos y no se pueden realizar las inversiones 
que se desean llevar a cabo. Es necesario un ajuste en 
los sueldos, algo que termine con esto. Y no quiero exa- 
gerar, pero lo tengo que decir: es una vergienza que los 
maestros de este país, que están entre los docentes me- 
jor formados de todo el continente americano, tengan 
que ir a dar clases para pasar luego a fin de mes por la 
Contaduría y retirar un sobre con N$ 18.000 dentro. 


Y esto el contribuyente lo tiene que saber. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR FAU. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Puede interrumpir el señor legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: yo tengo 
una cierta confusión respecto al desarrollo que va te- 
niendo esta sesión. 


Cuando estaba ocupando la Presidencia, anoté una 
frase del señor legislador Lacalle Herrera, que me pare- 
ció muy puntual. El señaló que el objetivo de este lla. 
mado a Sala era —creo haberla registrado textualmen.- 
te— analizar la capacidad —y solamente eso— de la ges- 
tión administrativa de la Enseñanza. Y nada más. 


Yo tengo en mi poder la copia de la moción que fue 
votada unánimemente en esta Comisión Permanente, pre- 
sentada por el señor legislador Lacalle Herrera el 24 de 
febrero de este año. Ella consta de cinco puntos. Como 
el 5% no viene para nada al caso, señalo que las cuatro 
preguntas formuladas a la señora Ministra de Educación 
y Cultura y autoridades de la Administración Nacional 
de Educación Pública son las siguientes: 1%) Monto de 
los créditos presupuestales autorizados para los Ejercicios 
1985-1986; 29%) Utilización efectiva de los recursos asigna. 
dos y, en su caso qué proporción de esos créditos que- 
daron en Rentas Generales; 3%) qué soluciones adminis. 
trativas han previsto las autoridades, a efecto de que los 
créditos que se asignen en el futuro sean efectivamente 
utilizados; 4%) qué reformas legislativas deberían reali. 
zarse, a juicio de las autoridades. 


He venido escuchando al señor legislador Fau con la 
atención que siempre pongo en sus intervenciones y digo 
con todo el respeto y el afecto que le tengo, que esto pa. 
rece irse convirtiendo en una especie de alegato en fa. 
vor de la mejora de las remuneraciones de los maestros 
y profesores de la Enseñanza. Este es un tema en el que 
todos estamos de acuerdo y que no es, seguramente, sólo 
preocupación del señor legislador Fau, sino también de 
todos los sectores políticos y del propio Gobierno. 
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Hay cifras que demuestran que, sin haberse alcanza. 
do los niveles que todos queremos tengan las remunera. 
ciones de la Enseñanza —de este tipo de enseñanza, por- 
que la Universidad tiene otros sueldos sensiblemente ma- 
yores y que también fueron votados por este Parlamen- 
to— estos temas están teniendo una cumplida respuesta 
a través de una política de progresiva recuperación de 
los valores que deben tener —¡por supuesto que sí! — las 
remuneraciones de maestros y profesores de todos los or- 
ganismos desconcentrados. Incluso no me voy a poner 
ahora a hacer gárgaras con lo que considero son logros 
del Partido Colorado y del Gobierno durante estos dos 
años de gestión, porque el salario real a nivel de la Ad- 
ministración Pública también ha sido recuperado. 


Creo, señor Presidente, que éste es un tema que no 
tiene que ver con este llamado a Sala de la titular del 
Ministerio de Educación y Cultura. Lo que estamos tra- 
tando de desentrañar aquí es una tremenda telaraña tra- 
tando de ver, según lo que advierto a través de las pala- 
bras de quienes tienen mayor conocimiento que quien ha- 
bia de esas complicadas tramitaciones de la Administra- 
ción Pública, cómo podemos ir corrigiendo en un sentido 
constructivo, con la menor dosis de adjetivación posible 
pero con la mayor cantidad, sí, de capacidad analítica e 
imaginativa —¿por qué no?— las fórmulas que nos permi- 
tan ir terminando con algo que no es un vicio propio de 
este Gobierno, sino de la característica nacional, que no 
reconoce divisas o cintillos partidarios sino que es supra- 
partidaria, y que ha tenido una gran acogida en la litera- 
tura seria y también en la literatura irónica de este país. 


Escucho todo lo que se está diciendo y veo que, in- 
sensiblemente, nos estamos apartando del tema de este 
llamado a Sala. Y él se está convirtiendo en el juzgamiento 
de la política general de retribuciones que el Estado asig- 
na a sus funcionarios públicos, no sólo a los de la ense- 
ñanza, sino a todos. Estamos hablando de una maraña 
de disposiciones constitucionales y legales que muchas 
veces conspiran contra la eficiencia de la gestión admi. 
nistrativa. Pienso que no es tan sencilla la tarea de pre- 
tender respuestas instantáneas a toda esta difícil situa. 
ción porque en ella pueden estar coadyuvando algunas 
cosas que se señalan y que puedo compartir, normas cons- 
titucionales y legales, y también un espíritu burocrático 
que gana a muchos sectores de la Administración Pública 
sin que haya forma posible de desactivarlo porque, re- 
pito, eso también forma parte de algo que no tiene una 
definición ideológica o política, y que es casi un estilo de 
actuación de mucha gente. Y ese estilo no es siempre im- 
putable al funcionario público, sino también a los jerar- 
cas, así como a quienes desde este Parlamento tenemos 
la misión de saber qué pasa en los organismos públicos y 
cómo controlarlo. Entonces, hay aquí una interdependen- 
cia de factores negativos que es difícil de eliminar. 


También hay otras cosas que se ponen permanente. 
mente de manifiesto, que quizás pudiéramos estudiar, ta- 
les como normas destinadas a aligerar esa serie de trá- 
mites que, si mal no recuerdo el señor legislador Lacalle 
Herrera cuantificaba en nada menos que Cuarenta y uno; 
y agregaba el señor legislador Fau, con toda razón, que 
si había alguna complicación en el trámite todavía po- 
dian ser más. 


Me pregunto, señor Presidente, y lo digo sin ninguna 
carga emocional, cuántas de esas normas legales han sido 


COMISION PERMANENTE 


C.P.—87 


aprobadas aquí con el voto de la oposición que, muchas 
veces ha entendido —cpor supuesto que me refiero a la 
oposición de turno— creo que equivocadamente, que había 
que dictar esas leyes, porque quienes están en la oposi- 
ción a veces suelen pensar que cuanto mayor sumatoria 
de controles se establezcan, mayores garantías habrán 
para saber qué es lo que pasa y que no se gaste en forma 
contraria a lo que se opina por el legislador también de 
turno. 


Considero, señor Presidente, que hay que tratar de 
desterrar todo esto de las prácticas del país; ello no su- 
pone solamente hacer alegatos ——con esto no quiero decir 
que es lo que está haciendo el señor legislador Fau-— ni 
hacer exclamaciones de buenos propósitos, sino de que 
todos hagamos una sincera autocrítica para convencernos 
de que en todo este asunto de la tramitación de la Admi. 
nistración Pública, que en muchos casos es deplorable- 
mente lenta, todos tenemos -——como en muchas otras co- 
sas que pasan en el país— una cuota de responsabilidad. 


Si al final de esta sesión queremos llegar a algo que 
sea un aporte útil, que dé respuesta a una preocupación 
generalizada que tenemos, no creo que nos quepa otra al. 
ternativa que darnos cuenta de que sí hay que ponerse 
3 caminar, pero que el tránsito a las soluciones es real. 
mente complejo y complicado. 


No veo mayor sentido a agregarle a esa dificultad 
implícita en el tema, señor Presidente, toda una serie de 
consideraciones laterales que no llevan a otra cosa que 
a oscurecer más un tema que en sí mismo es tremenda- 
mente complejo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Puede continuar el señor legislador Fau. 


SEÑOR FAU. — Señor Presidente: creo que el señor 
legislador Ricaldoni en parte, es injusto. Diría que las tres 
cuartas partes de lo que he dicho hasta ahora son puntos 
que he ido tomando de lo que he oído en Sala y sobre 
ello he dado un punto de vista a veces coincidente y otras 
discrepante. Toda la intervención no estuvo centrada ex- 
clusivamente en lo que refiere el señor legislador; por 
el contrario, las expresiones del señor legislador Ricaldoni 
en lugar de estar vinculadas con el llamado a Sala, estu- 
vieron referidas a lo que yo había dicho y él creía que 
estaba fuera de tema. 


Acepto que pueda haber expresado algo más allá de 
lo que conforma el punto motivo de la convocatoria; le 
solicito al señor legislador Ricaldoni que se lo adjudique 
a mi inexperiencia parlamentaria, que a veces no me ha. 
ce conocer con precisión qué es de lo que se puede hablar 
y de qué, no. Quizás con el tiempo pueda hacerme más 
ducho en esto y, entonces, el señor legislador Ricaldoni no 
tendrá que rezongarme como lo hizo en el día de hoy. 
Es cuestión de tiempo y considero que vamos a ir apren- 
diendo para evitar estos problemas. Debo manifestar que 
tampoco me preocupa mucho porque ello hace a la esen- 
cia del Parlamento. 


Señor legislador Ricaldoni: aquí estamos para hablar; 
algunos hablan de cierta forma y ello va implícito en el 


88-—C.P. 


cumplimiento de la función; pero creo que si algo no se 
le puede señalar como defecto a un órgano, es que se 
hable. El problema, señor legislador Ricaldoni, es cuando 
aquí no se habló, ¿lo recuerda? Entonces, no vamos a ir 
más allá de las cosas. 


Cuando uno plantea estos temas no lo hace porque 
se le ocurra. Digo con sinceridad que cuando vamos a de. 
terminados lugares la gente nos plantea el problema de 
las inversiones y también el de las remuneraciones. Di. 
cen: el Poder Ejecutivo es el responsable, pero ustedes, 
¿qué hacen?, ¿qué dicen?, ¿qué opinan? A nosotros, la 
oposición, también se nos señala eso y el señor legislador 
Ricaldoni, en el cumplimiento de inocultables deberes po- 
líticos, sale a quebrar lanzas por el Poder Ejecutivo. Lo 
hace bien; bueno fuera que no lo hiciera. Esa es entre 
otras su misión aquí. Habla, por ejemplo, de la recupe. 
ración del salario y no soy yo quien ha traído este tema, 
a Saia sino el señor legislador Ricaldoni. En uso de mi 
inexperiencia parlamentaria, voy a hablar, también, de 
este aspecto. 


Señor legislador Ricaldoni: eso me hace recordar al. 
go. Un día, el señor Presidente de la República, usando 
la televisión como lo hace habitualmente —no está mal 
que lo haga y ojalá todos pudieran hacer uso de ese me- 
dio de comunicación— y justamente anoche lo hizo en 
forma extensa y, hasta por momentos, pintoresca, señaló 
enfáticamente que los sectores de la enseñanza eran los 
postergados, que el Gobierno sensible a esa problemática 
incrementaba sus sueldos en un 20%. Esto se tomó como 
_ un hecho positivo. Esto no era lo que ellos requerían; pero 
sí se convertía en un paso adelante. Los maestros tomaron 
su sobrecito, hicieron los cálculos, multiplicaron por 1,20% 
y les dio el sueldo que iban a obtener de acuerdo con lo 
que el señor Presidente de la República les había anun. 
ciado. Hete aquí que las cuentas de los maestros esta. 
ban mal, no porque no supieran multiplicar, sino porque 
pese a que el Presidente de la República les prometió un 
20%, autoridades intermedias entendieron que había que 
darles un 15%. Ahí están los maestros y profesores re. 
clamando el 5%. Hasta por momentos uno siente ver- 
gúenza que haya gremios en este país que levanten co. 
mo bandera el 5%. 


Cuando llegamos a las ciudades del interior y baja- 
mos del auto, los primeros que nos esperan son los maes- 
tros y profesores para preguntarnos cuándo les van a pa- 
gar ese 5%. No sé si el tema es menor; si está en los 
puntos del llamado a Sala; no sé si violenta las reglamen- 
taciones de este órgano, pero expreso con sinceridad que 
hablar de la enseñanza, de las inversiones, del Estado y 
no hacerlo de las angustias que en este país tienen miles 
y miles de uruguayos, para mí es una injusticia. Asumo 
la responsabilidad de expresar cosas que están fuera del 
carril normal; pero no me habría ido tranquilo conmigo 
mismo si hoy aquí, estando presente la señora Ministro de 
Educación y Cultura, las jerarquías del CODICEN y quie- 
nes tienen la responsabilidad, no manifestara lo que estoy 
expresando. Repito que asumo la responsabilidad de ha- 
berme ido un poco del tema, aunque en lo íntimo y pro- 
fundo de mi convencimiento, tengo la inmensa seguridad 
de que esto forma parte de una gran problemática. Las 
dificultades no son solamente las inversiones y las par- 
tidas que no se utilizan en el Ejercicio; existe todo un 
gran problema en el país que está referido a esto. Y no 


COMISION PERMANENTE 


12 de Marzo de 1987 


hago mención, señor legislador Ricaldoni —aunque pu- 
diera hacerlo— a toda la otra temática de la enseñanza 
y la educación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
La Mesa ruega al señor legislador que se dirija a ésta. 


SEÑOR FAU. — Disculpe, señor Presidente. El pro- 
blema es que como el que me interrumpió fue el señor 
legislador Ricaldoni, distraíidamente y quizás debido a 
mi inexperiencia parlamentaria, me haya dirigido a él. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
La Mesa ha sido condescendiente con el señor legislador, 
quien en cinco oportunidades se ha dirigido directamente 
al señor legislador Ricaldoni. Le ruego que en el futuro 
lo haga a la Mesa. 


SEÑOR FAU. — Prometo que a partir de ahora, me 
voy a referir siempre al señor Presidente. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR FAU. — Señor Presidente: le concedo una 
interrupción al señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Puede interrumpir el señor legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: no me 
molesta para nada que el señor legislador se dirija a mí 
directamente. En realidad es una valla parlamentaria y 
no otra cosa. Quizás la disposición contenga una sabidu- 
ría parlamentaria que ni él ni yo podemos percibir. Tal 
vez, con el correr del tiempo, la lograremos comprender. 


Quiero aclararle al señor legislador Fau —porque no 
me gustaría que quedara en el aire su afirmación— que 
mi intención no era coartarle el orden de razonamiento 
que estaba siguiendo. No sé si está convencido de ello. 


Creo que cualquier legislador tiene derecho a hablar 
de lo que le plazca dentro del tema o fuera de él. 


Mi amistosa referencia, señor Presidente, a la inter- 
vención que venimos escuchando, estaba circunscrita ex- 
ciusivamente a señalar que, haciendo uso de un derecho 
indiscutible a hablar de lo que les plazca —tanto el se- 
ñor legislador Fau como cualquier otro señor legislador— 
me parecía, modestamente, que se estaba incursionando 
en temas dudosamente relacionados con el motivo de 
este llamado a Sala. 


Digo esto porque me interesa —y también quizás en 
el error por mi inexperiencia parlamentaria— que los 
debates se centren en torno a la cuestión que nos convoca 
ya que, justamente, nos preparamos para discutir esos 
temas y no otros que, también por nuestra propia inexpe- 
riencia parlamentaria, nos vemos imposibilitados de abor- 
dar sin estudio previo. 


Además, me parece que en alguna medida esto puede 
significar también, defraudar al propio señor legislador 
Lacalle Herrera, que no es de mi Partido sino del otro 
tradicional del país, quien desea saber qué pensamos acer- 
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ca de sus puntos de vista. Todos queremos contribuir a 
un debate esclarecedor y, repito, esas salidas, a mi juicio, 
del estricto marco del orden del día, no coadyuvan a ello. 


Se'trata simplemente de una opinión personal; puede 
ser que esté equivocado y que en definitiva todo conduzca 
al mismo objetivo. Pienso que el correr de esta sesión nos 
lo dirá. 


Me pregunto —y con esto termino mi intervención— 
qué podría aportar a este debate sí hiciera otras consi. 
deraciones sobre la enseñanza o sobre algunos de sus 
aspectos, que no están enmarcados en este tema del con- 
trol de la eficacia de la gestión de los organismos docen- 
tes. Considero que nos embarcaríamos en un debate que ro 
tendría absolutamente nada que ver con la convocatoria 
a Sala de las autoridades de la enseñanza y del Ministe- 
rio de Educación y Cultura. Esto terminaría en un gali- 
matías —si se me permite la expresión— que “Juan Pue. 
blo” —dicho con el mayor de los respetos— difícilment= 
podría interpretar. * 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Puede continuar el señor legislador Fau. 


SEÑOR FAU. — Señor Presidente: comienzo por se- 
ñalar que no le hubiera adjudicado a ningún integrante 
de este Cuerpo —y mueno menos al señor legislador Rical- 
doni, a quien le consta el respeto y la estima que por él 
siento— la voluntad de haber querido coartar la posi.- 
bilidad de expresar mi pensamiento. Por lo tanto, señor 
Presidente, el señor legislador Ricaldoni puede tener la 
más absoluta tranquilidad en el sentido de que ni por 
asomo se me ocurrió pensar que esa pudiera haber sido 
su intención. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Ricaldoni) 


—En cuanto a que el señor legislador Lacalle He- 
rrera se pueda sentir defraudado, creo que no es así sino 
que por el contrario, debe sentirse feliz ya que posibililo 
este debate, este intercambio de ideas, e introdujo en la 
escena parlamentaria un tema latente, que preocupa a 
todos y sobre el que, en definitiva, todos hemos demos- 
trado interés. Defraudado se sentiría el señor legislador 
Lacalle Herrera si, una vez que él hubiese hablado, este 
debate se hubicra terminado, la sesión se hubiese levan- 
tado, no encontrando eco a sus planteamientos. En ese 
sentido, siento una buena dosis de tranquilidad. 


Con respecto a las manifestaciones del señor legisla- 
dor Ricaldoni en cuanto a que él integra un partido tra- 
dicional y el señor legislador Lacalle Herrera otro, quiero 
señalar que no podemos esquematizar tanto las cosas. 
En este Parlamento todos somos tradicionales; todos tene- 
mos nuestra tradición en el país; todos tenemos nuestros 
arraigos, nuestras devociones por el pasado y nuestras 
afinidades con ese pasado Común. Entonces, entiendo que 
no es bueno ni prudente que a veces nos ubiquemos en 
ciertas sendas de tradicionalismo, pensando que esto es 
exclusividad de algunos. En ese concepto de tradicional 
reivindicamos el espacio que nos corresponde en ese tra- 
dicionalismo plural, como debe ser el de este país, que 
es-plural hoy, que lo será en el futuro y que también lo 
fue en su pasado. Pero, en cuanto a la tradición, reivin- 
dico que ese concepto no es privilegio de unos y condición 
de la que otros carezcan. 
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No quiero extenderme más, señor Presidente. En este 
momento no tengo más aquella dificultad, puesto que aho- 
ra sí puedo aludirlo sin problemas porque el señor Pre- 
sidente y el señor legisiador Ricaldoni son la misma perso. 
na; eso va a evitar la molestia del señor legislador Flores 
Silva, al que inadvertidamente no me dirigí como el Re- 
glamento indica. 


Quiero señalar que podemos rescatar conclusiones po- 
sitivas. Creo que el debate aporta elementos importan- 
tes. Podemos indicar granúes coincidencias, nada menos 
que en el ámbito legislativo, en cuanto a la necesidad de 
comenzar a dictar normas que aseguren esa eficiencia que 
el Estado reclama y, a su vez, que los funcionarios ten- 
gan la idoneidad y capacidad necesarias, ante el anuncio 
de que estamos dispuestos a aprobar leyes que establez- 
can el sistema del concurso como única forma de ingresar 
a la Administración Pública. 


Sobre los temas concretos que aquí estamos plan- 
teando, especificamente en lo que tiene que ver con la 
enseñanza, entiendo que debemos definir el concepto «de 
la autonomía que un día deberá ser motivo de un gran 
debate en este Parlamento. De esa forma, cada uno po- 
diá brindar sus puntos de vista acerca de qué entiende 
por autonomia, cuál es el principio autonómico que la 
enseñanza debe tener y, además, ejercer, para saber cuá- 
les son sus límites, pero también, para conocer sus alcan. 
ces. Sin tener que llegar a ese debate, debemos aceptar 
que el concepto autonómico de la enseñanza implica que 
aquello que el Estado le da a través de sus órganos com- 
petentés y de acuerdo con la Constitución, que aquellas 
partidas que el Estado cree debe tener la enseñanza, ha- 
ciendo uso de esa autonomía, pude ser administrado sin 
tener que estar sujeto a tantas limitaciones como en el 
presente. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Flores Silva) 


—Mientras este andamiaje administrativo impida que 
durante un Ejercicio pueda utilizar todos los fondos de 
que dispone, tendría que existir la posibilidad de que 
ellos puedan ser usados en el Ejercicio siguiente. 


Además, estos organismos tendrán que saber en defi. 
nitiva no sólo con cuánto cuentan sino cuándo van a con- 
tar con ello. Tenemos que establecer por ley un sistema por 
el que esas partidas deberán ser entregadas en forma pe- 
riódica, por montes preconocidos. Esa será la única mane- 
ra de armonizar una política de administración en serio en 
la enseñanza —que es lo que en estos momentos no ocu. 
pa— así como en otras áreas del Estado. 


Repito, señor Presidente, que el debate ha sido positi. 
vo, alentador, y ojalá que los buenos propósitos anuncia.- 
dos hoy —de cuya sinceridad no tenemos por qué dudar— 
puedan en breve plasmarse en leyes. 


SEÑOR GARGANO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR GARGANO. — Señor Presidente: nosotros 
también nos felicitamos de que la Comisión Permanente 
tenga oportunidad de debatir en torno a este tema que 
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consideramos de trascendental importancia para la ense- 
ñanza pública y para toda la Administración del Estado. 


Hemos escuchado con atención la exposición inicial 
del señor legislador Lacalle Herrera así como las inter- 
venciones de la señora Ministro de Educación y Cultura 
y del señor Vicepresidente del CODICEN. 


De los temas que aquí han sido manejados, nos in- 
teresa subrayar algunos conceptos sustanciales. 


El señor legislador Lacalle Herrera ha mencionado 
el tema del Estado, la necesidad de repensarlo, así como 
lo que tiene que ver con su eficiencia. Creo que este es 
un punto que hace tiempo es motivo de debate en el país 
y que ha originado intesas polémicas entre los sectores 
políticos y entre quienes están preocupados por la efi- 
ciencia del Estado la realización congruente de sus pro- 
gramas, puesto que un funcionamiento eficaz acarrearía 
grandes beneficios para el conjunto de la sociedad. 


Naturalmente, el debate en torno a este tema es tras- 
cendente, pero lo que importa señalar es que el Estado 
no es una entelequia y tampoco está ajeno a los que fue- 
ron en el pasado los protagonistas de la gestión cuando 
se detentó el poder y se tuvieron las riendas del gobierno 
en todo el proceso histórico que el país ha tenido. 


El país tiene las características de una administración 
que hace dar cuarentaiún pasos, para realizar los créditos 
presupuestales que fueron dictados por gobiernos concre- 
tos. 


Esa telaraña se gestó a lo largo de todo un proceso 
histórico y revela una manera de concebir al Estado. Para 
cambiar esto se necesitan, no solamente declaraciones de 
voluntad, que nos parecen muy importantes, sino también 
hechos concretos. 


El señor legislador Fau ha hecho referencia al con- 
curso como medio de ingreso a la Administración, lo que 
posibilitaría o garantizaría la eficiencia de los funcionarios 
y su capacitación. Compartimos totalmente estas afirma- 
ciones, pero entendemos que no es solamente esto lo que 
va a permitir resolver el problema de la eficiencia del 
Estado, sino, por ejemplo, el interés que tenga la Admi- 
nistración en reciclar y capacitar a sus actuales funcio- 
narios en el desempeño de sus tareas. Asimismo, la pro- 
pia gestión política contribuirá a que la Administración 
sea eficiente. 


Además, existen algunos elementos de carácter polí. 
tico que pueden resolverse rápidamente y que la actual 
Administración ya podría haber resuelto, si hubiera te- 
nido voluntad política de hacer los cambios pertinentes. 


Señalaré un primer paso. 


Oportunamente se ha mencionado en Sala el tiempo 
de que dispone la Administración Nacional de Enseñan- 
za Pública, por ejemplo, para realizar los créditos presu- 
puestales. El señor Vicepresidente del CODICEN aludía al 
hecho de que estuvo en condiciones de comenzar a eje- 
cutar los créditos presupuestales derivados de la Rendi- 
ción de Cuentas de 1984, en los meses de setiembre y 
octubre de 1985, disponiendo escasamente de 60 días para 
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hacerlo. Desde luego, nos hacemos cargo del tiempo his- 
tórico del que se salía. 


No recuerdo, respecto a la aprobación de los presu- 
puestos que, en la etapa histórica última por ejemplo, 
el Poder Ejecutivo en funciones haya enviado al Poder 
Legislativo antes del último día del vencimiento del pla- 
zo constitucional el proyecto de Rendición de Cuentas O 
de Presupuesto. 


Además, deseo señalar que no recuerdo —«quizás me 
equivoque y exista alguna excepción que confirmaría la 
regla— que el Poder Legislativo no haya usado todos los 
plazos constitucionales disponibles para aprobar las Ren- 
diciones de Cuentas y Presupuestos nacionales. 


Naturalmente que una administración que tiene dis- 


-posiciones como el Decreto 104/68 que obliga a cum- 


plir en el año fiscal los créditos presupuestales, se en- 
cuentra-luego, por el atraso operado, con un lapso de 60 
días para hacerlo. Lógicamente no puede realizarlo. Ni 
siquiera puede utilizar los rubros de gastos de funciona- 
miento. Esto ha sucedido muchas veces y tenemos la do- 
cumentación de distintos Consejos Desconcentrados y del 
mismo CODICEN demostrando como en los últimos siete 
días se utilizan partidas multimillonarias comprando lo 
que se pueda, a los efectos de gastar lo que se dispone. 


En todo esto hay responsabilidad política, porque los 
que integramos el Poder Legislativo respondemos a parti.- 
dos políticos. Además, el Poder Ejecutivo responde a un 
partido que tiene que cumplir con la gestión administra- 
tiva y de gobierno, 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR GARGANO. -— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Puede interrumpir el señor legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: las mani- 
festaciones del señor legislador Gargano están relaciona- 
das más que con la presunta traba emanada de las auto- 
ridades correspondientes, con una realidad que se vincu- 
la, en parte con lo que el mismo legislador señala, que 
es absolutamente cierto: todos tenemos la costumbre de 
aprovechar hasta el último minuto los plazos constitu- 
cionales para sancionar el Presupuesto o la Rendición de 
Cuentas. 


Además existe el problema de la existencia de un 
texto constitucional como es el artículo 214, que estable- 
ce cuáles son los limites dentro de los que puede tener 
la sanción correspondiente cada uno de estos proyectos. 
Todo esto no contribuye, de manera alguna, a que las 
cosas se resuelvan de otra forma. Pero de ahí a sostener 
tan categóricamente que se trata de una mala solución 
legislativa la que establece que vencido el ejercicio fiscal 
esa autorización de gastar cesa, creo que media una dis- 
tancia bastante grande, por lo menos desde mi punto de 
vista. ] 


Es cierto que puede existir la tentación en cualquier 
Organismo público, nacional o departamental, de la Ad- 
ministración Central o de las Administraciones Autóno- 
mas y en el caso concreto, toda la autonomía de los dis- 
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tintos entes de la enseñanza, no solamente los aquí re- 
presentados, de gastar a último momento y tener deter- 
minados mecanismos de control que se relacionen con la 
eficacia de la gestión. 


Entiendo que gastar por gastar —creo que esto está 
entre líneas en las manifestaciones del señor legislador 
Gargano— está mal. Entiendo que se debe gastar lo que 
es necesario. 


y 


Por otra parte, existen inconvenientes simétricamente 
iguales y opuestos en la norma que dispusiera que los 
rubros que no se gastaron al cierre del ejercicio fiscal 
se pueden usar en el siguiente. En tren de plantear hi- 
pótesis podríamos llegar a autorizar a un organismo, por 
vía del absurdo, a usar el dinero del que dispone a los 
efectos de realizar colocaciones financieras que no tienen 
absolutamente nada que ver con las competencias que le 
fueron confiadas por la Constitución y las leyes. También 
podría significar que se embarcaran en una política abso- 
lutamente disparatada que contradijera el espíritu de las 
leyes votadas en este Parlamento, tanto del Presupuesto 
como de Rendiciones de Cuentas, al establecer en forma 
totalmente arbitraria no sólo el momento del gasto —más 
allá del límite del ejercicio fiscal anual— sino también 
de la voluntad del propio texto legislativo. 


Al considerar asuntos tan complejos como este, no 
Creo que se pueda realizar una afirmación tan categó- 
rica, poniendo las situaciones en blanco y negro, tal co- 
mo se viene haciendo en este momento, porque la posibi- 
lidad de no perder la autorización de gastos que estable- 
cen las leyes de Presupuesto tiene sus inconvenientes. 


En mi opinión, el problema radica en que quien tie- 
ne la potestad constitucional y legal de disponer un gas- 
to, lo haga en tiempo y forma. Ese es el tema, que tiene 
que ver con una eficiencia administrativa que no posee 
raíces públicas ni privadas, sino que hacen a la activi- 
dad de manejo de intereses y de fondos. 


Creemos que esto tiene que ser reconocido, porque es 
uno de los obstáculos —ya lo expresé en las interrupcio- 
nes que me concedió el señor legislador Fau— que hacen 
no a la característica de un gobierno ni a los defectos 
legislativos o constitucionales, sino al modo de entenúer 
el papel que cada uno tiene en esta tierra y sobre bodo 
en el país que, a mi juicio, es equivocado. Muchas veces 
no depende de un gobierno ni de las autoridades de un 
Ente Autónomo, sino de los llamados mandos medios que 
actúan involuntariamente unas veces y voluntariamente 
otras. 


Tenemos que empezar por entender que hay proble- 
mas muy graves que nada tienen que ver con lo estric- 
tamente constitucional o legal, sino con una forma ina- 
decuada de entender la responsabilidad de cada uno. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Puede continuar el señor legislador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. — No he afirmado que esté bien 
gastar en forma urgente y mal los recursos de que se 
disponen. Digo que los tiempos obligan muchas veces a 
no hacerlo con el discernimiento y el buen destina con 
Que hubiera sido posible si se hubiera contado con el 
tiempo necesario. 
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Creo que hay otros elementos que también contribu- 
yen a que muchos sectores de la Administración no pue- 
dan utilizar los créditos presupuestales en forma correcta. 
Por ejemplo, existe el tema —cereo que lo planteó la se- 
ñora Ministro-- de los topes para la realización de €sos 
créditos. Se habló de la limitación impuesta dado que 
se pueden hacer compras directas por N$ 197.000; es ne- 
cesario llamar a concurso de precios por compras hasta 
N$ 1:182.000; luego, hay que ir a la licitación restringida 
por compras hasta N$ 3:000.000 y por encima de esa Can- 
tidad, hay que ir a la licitación pública abierta que lleva 
meses de tramitación. 


Advierto que estos topes fueron ajustados en el mes 
de agosto del año pasado. De esta manera se puede ob- 
servar de qué manera se ve contraída no sólo la Admi- 
nistración Nacional de Enseñanza Pública, sino toda la 
Administración para la realización de sus créditos. Este 
es un mecanismo de control eficaz, pero también traba 
la realización del gasto público. Además de este meca. 
nismo de los topes, existe el de los cupos financieros para 
utilizar los créditos presupuestales. Estos cupos, depe.- 
den, en gran medida, de la voluntad del Ministerio de 
Economía y Finanzas para distribuirlos. Por la informa- 
ción que poseemos esto se hace en una forma absoluta. 
mente irregular a los Entes desconcentrados de la Ense- 
ñanza Pública que no saben exactamente de qué cupos 
van a disponer. Por lo tanto, no se puede saber si van a 
obtener los recursos en tiempo y eso se traduce en la 
renuncia de empresas que han contratado para realizar 
obras porque ni siquiera pueden cobrar en tiempo, y no 
les résulta financieramente rentable. 


Estos hechos, como ha afirmado el señor Vicepresi- 
dente del CODICEN, se traducen en un encarecimiento 
brutal del gasto público porque las empresas se cubren 
financieramente al presentar sus presupuestos. Por estas 
demoras, los organismos a veces se ven obligados a hacer 
trasposiciones de rubros para poder gastar el dinero en 
el tiempo en que el crédito presupuestal está en ejercicio. 


SEÑOR MANZI. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GARGANO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Puede interrumpir el señor legislador. 


SEÑOR MANZI. — Señor Presidente: respecto a la 
sugerencia que hace el señor legislador Gargano de tras- 
ladar los rubros no gastados al Ejercicio posterior al que 
fueron asignados, con todo respeto creo que tal idea se 
corresponde estrictamente con los vicios estructurales que 
todos advertimos sufre y padece la Administración Pú- 
blica. Eso es, precisamente, lo que queremos combatir y 
acabar. Ese pernicibismo reiterado, esa especie de resig. 
nación de que eso es así, está mal, pero a pesar de ello 
no puede hacerse mejor. 


Eso nos lleva una y otra vez, por una y otra vía a 
seguir promoviendo normas cada vez más laxas y acti- 
tudes cada vez menos ajustadas a lo que debe ser el ideal 
de la gestión de la Administración. 


Debemos pensar precisamente en el sentido contrario, 
es decir, en el modo de que se cumplan efectivamente en 
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tiempo y forma los plazos, las normas, los designios que 
este Parlamento en su caso, o cualquier otra jerarquía de 
la Administración, disponga. 


El sentido de la reflexión y del esfuerzo debe estar 
en otra dirección que la sugerida por el señor legislador 
Gargano. Debemos esforzarnos por acortar los plazos, por 
promover otros tiempos, por ajustar el funcionamiento de 
la Administración y del Poder Legislativo cuando toma 
parte en el asunto, de modo tal que los dineros asignados 
en un período presupuestario, que no son para gastar en 
cualquier cosa o en cualquier tiempo, sino en algo deter- 
minado y en un tiempo preestablecido, cumplan con su 
propósito, y no seguir prohijando esa desidia que ha ga- 
nado a la Administración y frente a la cual nos resigna- 
mos con medidas como las que propone el señor legislador 
Gargano. 


Creo que es precisamente en otro sentido que debe- 
mos orientar nuestras cavilaciones y las medidas que to- 
memos al respecto. 


SEÑOR SOLARI. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GARGANO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Puede interrumpir el señor Vicepresidente del CODICEN. 


SEÑOR SOLARI. — Quisiera aclarar que el Consejo 
Directivo Central en el documento que presentó, se pro- 
puso aportar todos los elementos de juicio disponibles con 
la mayor sinceridad sobre la situación de la ejecución de 
las inversiones en la enseñanza. 


Se aclaró que determinados porcentajes son probable- 
mente más bajos —esto es algo que en definitiva va en 
contra del Consejo— que los que aparecen, debido a la 
utilización del mecanismo de los residuos pasivos. Debo 
expresar que la utilización de dichos mecanismos, de nin- 
guna manera ha significado comprar cualquier cosa en 
el final del Ejercicio. Lo que ha ocurrido es que no se 
ha podido, por las razones señaladas y por los distintos 
problemas mencionados en mi exposición y en la de la 
señora Ministro, ejecutar en tiempo, es decir, al 31 de 
diciembre, todos los trámites. No es que se hayan in- 
ventado operaciones extrañas al plan de inversiones. Todo 
eso estaba previsto. Simplemente, no se pudo terminar en 
tiempo y hubo que recurrir a ese régimen con la espe- 
ranza de utilizar recursos del Ejercicio para pagar esos 
gastos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Puede continuar el señor legislador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. — Me parece muy bien la acla- 
ración que acaba de formular el señor Vicepresidente del 
CODICEN. 


En cuanto a la intervención del señor legislador Man- 
zi, debo decir que creo interpretó absolutamente al revés 
lo que yo he expresado. Manifesté que me parecía incon- 
veniente que se diera esta circunstancia en el sentido de 
que hubiera que utilizar esos rubros en la última quince- 
na del año, para realizar operaciones que deberían haber 
estado debidamente programadas y pautadas. Si se hu- 
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biera dispuesto de los cupos financieros en el tiempo de. 
bido, podrian haberse concretado de otra manera. Es de- 
cir, en forma más eficaz, más racional, porque creo que 
e:ectivamente —y a pesar de las aclaraciones efectuadas 
por el señor Vicepresidente del CODICEN— hay. decisio- 
nes que no se pueden tomar correctamente cuando se dis. 
pone de diez o quince días para materializar compras. Hu- 
biera sido mejor disponer de tres o cuatro meses. Esto 
quiere decir, que mi afirmación apuntaba absolutamente 
a lo contrario de lo que el señor legislador Manzi inter- 
pretó. 


Cuando se exponen este tipo de dificultades de' uti- 
lización de los créditos presupuestales, es necesario se- 
ñalar que el tema no está vinculado a cosas abstractas, 
sino a situaciones concretas como es la que se refiere al 
área de la Administración Nacional de Enseñanza Pública. 


He tenido oportunidad —creo que el señor legislador 
Lacalle Herrera también— de constatar, por ejemplo, en 
una escuela rural cercana a Nueva Palmira, que obras 
que debían realizarse desde hacía cinco años, no podian 
ejecutarse porque siempre que se llegaba a tener el con- 
curso de precios. no había tiempo. La Directora de esa 
escuela me explicó que desde hacía cinco años, con el 
apoyo de la Comisión de Fomento, lograba solventar esa 
reforma. 


Pero al año siguiente no podían hacerlo, porque como 
aumentaban los costos, ni la Comisión de Fomento ni la 
Administración estaban en condiciones de realizar la obra. 
Y así como hablo de esto, puedo mencionar también lo 
referente a los créditos para el rubro alimentación de que 
tiene que disponer Primaria. A mediados del año pasado, 
cuando se trató en el Senado la Rendición de Cuentas, 
dijimos ——porque existía un documento de la Asociación 
de Maestros— que se había ejecutado una parte mínima, 
cuando ya había transcurrido una etapa prolongada del 
curso, casi seis meses. El hecho de que no se haya dis- 
puesto de los rubros para la alimentación por el término 
de seis meses, implicó que los niños no comieran en can- 
tidad suficiente durante ese lapso. Es decir que eso cons. 
tituyó un recurso no consumido en la alimentación por 
los que tienen necesidad de hacerlo en las escuelas. 


Es decir que todo esto se traduce en hechos muy con. 
cretos. Se traduce también en que muchas obras que son 
necesarias ni siquiera se pueden proyectar como por 
ejemplo, los liceos de Paysandú, en la zona Norte, que 
desde hace años vienen siendo reivindicados y que no se 
Pueden siquiera programar. Se entiende que la ejecución 
de los recursos y la programación son tan dificultosas que 
esta zona del departamento de Paysandú no tiene un 
liceo, que requieren miles de alumnos. 


Tenemos también otros datos. Se nos ha dicho que el 
liceo del Cerrito de la Victoria no pudo realizar su obra 
porque no había tiempo material y que el CODICEN tuvo 
que disponer la trasposición de esos recursos a Otra obra 
para poder materializar el gasto. Y quizá esa otra obra no 
tenía la prioridad de esta que acabo de mencionar. 


Se ha dicho aquí —y yo lo admito— que el tema de 
los salarios de los docentes no está en estos momentos 
en juego. Sin embargo, no considero desacertado el hecho 
de que el señor legislador Fau lo haya traído a colación. 
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Escuché hoy en la radio, por ejemplo, una declaración de 
la Asociación de Docentes de Enseñanza Secundaria que 
dice —nada más ni nada menos— que los sueldos de los 
docentes de Enseñanza Secundaria oscilan entre los 
N$ 14.000 y N$ 31.000. 


Menciono esto, porque el señor Vicepresidente del 
CODICEN dijo —en forma muy clara— que al final la 
Administración Nacional de Enseñanza Pública se trans- 
forma en una máquina pagadora de sueldos. Yo comple- 
taría esa expresión diciendo, en una máquina pagadora 
de sueldos muy magros, que no atienden las necesidades 
de los docentes. Creo entonces, que el mecanismo de eje- 
cución de los créditos presupuestales para una Adminis. 
tración tan deteriorada, como es la de la Enseñanza Pú- 
blica, heredada en esa forma del periodo dictatorial, me- 
recería un tratamiento diferenciado, al igual que la Uni- 
versidad de la República. Creo que hay que hacer algu- 
nos cambios en los mecanismos. Compartimos enteramente 
la afirmación de que para los organismos de Enseñanza es 
necesario excepcionar esa norma que no los habilita a 
utilizar las economías que se realizan por la no ejecución 
de los créditos presupuestales. 


Estas disposiciones del Decreto 104 de 1968 y el artículo 
64 de la Ley N? 14.416, por ejemplo, deberían ser deroga- 
dos expresamente para posibilitar la utilización de esas 
economías. 


Existen además otros elementos que nos gustaría su- 
brayar para dar término a nuestra intervención. 


No se trata de distribuir responsabilidades sino de 
señalar, por ejemplo, que a dos años de la gestión del 
actual Poder Ejeeutivo, esta es la primera vez que refle- 
xionamos acerca de estos temas y que aún no tenemos a 
consideración del Parlamento proyectos de ley o iniciati.- 
vas del Poder Ejecutivo que nos permitan ir encarando 
los problemas que aquí se presentan y que todos estamos 
contestes en que hay que solucionar. 


La declaración de que hay que modernizar la Admi- 
nistración, al parecer la compartimos todos. Pero no se 
trata sólo de hacer declaraciones de buena voluntad. 


Hemos escuchado —y no solamente hoy que lo há 
mencionado el señor legislador Manzi— que el Partido 
de Gobierno es partidario del ingreso a la Administración 
por la vía del concurso. Como se ha señalado, hubo ya 
oportunidad de convertir en ley esa propuesta, por lo me- 
nos en dos oportunidades: en el tratamiento del Presu- 
puesto y en el de la frustrada última Rendición de Cuen- 
tas. La propuesta formulada por el Frente Amplio fue vo- 
tada negativamente en el Parlamento tanto por el Partido 
Colorado como por el Partido Nacional. Naturalmente, 
no perdemos la esperanza de que en los próximos cuatro 
meses -—plazo en el que se ha prometido presentar «1 
proyecto de Rendición de Cuentas— se lo tramite en for- 
ma urgente, y se pueda aprobar este mecanismo, puesto 
que ha existido tiempo suficiente para reflexionar acerca 
de las bondades del sistema de ingreso por concurso, que 
va a permitir mejorar la capacitación de los funcionarios, 
su calificación, etcétera. Pero, entre tanto, hay otras ini- 
ciativas que el Poder Ejecutivo podría incluir en la pró- 
xima Rendición de Cuentas como, por ejemplo, las nor- 
mas a que se refería el señor Vicepresidente del CODICEN 
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relativas a consagrar, de alguna manera, la autonomía 
financiera del Ente Administración Nacional de Enseñanza 
Pública. 


Esperamos que las mismas integren esa próxima Ren. 
dición de Cuentas. Asimismo, sin necesidad de esperar el 
envío del proyecto de Rendición de Cuentas, el Poder Eje- 
cutivo podría elevar, mañana mismo, los topes de gastos 
directos, de las licitaciones restringidas o de las licitacio- 
nes públicas para agilitar la ejecución de esos créditos 
presupuestales, También podría enviar, junto con la Ren- 
dición de Cuentas, la iniciativa por la cual no se aplique 
a los Entes de Enseñanza el Decreto 164 de 1968 y el ar- 
tículo 64 del Decreto-Ley N* 14.416. Inclusive, podría es- 
tablecerse que para los gastos e inversiones se adoptará el 
mecanismo de los duodécimos con el fin de no hacer de- 
pender de la buena voluntad del Ministro de Economía y 
Finanzas de turno el que se disponga de recursos necesa- 
rios, etcétera. 


Creo que, en gran medida, los problemas que han sido 
Planteados hoy en este llamado a Sala, son fundamental. 
mente de eficiente Administración. Y la eficiente Admi- 
nistración de parte de un gobierno se demuestra con he- 
chos, que hasta el presente no hemos visto consagrados en 
la realidad. Resta aún un lapso de tres años en la gestión 
de este gobierno y es posible que tengamos la fortuna de 
ver plasmadas esas iniciativas. El Frente Amplio, natural- 
mente, va a acompañar todo aquello que ayude a la En- 
señanza Pública y a la Administración en general a rea- 
lizar una gestión eficaz. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Formulo motión 


para que el Cuerpo pase a cuarto intermedio por diez 
minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Manuel Flores Silva). — 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
formulada por el señor legislador Lacalle Herrera en el 
sentido de que la Comisión Permanente pase a cuarto 
intermedio por el término de diez minutos. 


(Se vota:) 
—11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Comisión Permanente pasa a cuarto intermedio. 
(Es la hora 18 y 43 minutos) 

(Vueltos a Sala) 

(Ocupa la Presidencia el señor legislador Ricaldoni) 
—Habiendo número, se reanuda la sesión. 

(Es la hora 19 y 27 minutos) 

—Léase por Secretaría una moción llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 


“Oidos los informes de la señorita Ministro de Edu- 
cación y Cultura y del Sr. Vicepresidente del CODICEN, 
la Comisión Permanente DECLARA: 


1) Que las circunstancias que motivaron el llamado 
a Sala de los citados jerarcas, justifica la adopción de 
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medidas legislativas y administrativas que permitan a 
ANEP, la correcta y eficaz utilización de los recursos asig- 
nados por las normas presupuestales. 


2) Que ambas Cámaras del Poder Legislativo debe- 
rán abocarse a la elaboración de las disposiciones corres- 
pondientes con vistas a su inclusión en la próxima ley de 
Rendición de Cuentas. 


3) Que ello será sin perjuicio de las responsabilidades 
y competencias del propio organismo involucrado, del Po- 
der Ejecutivo y del Tribunal de Cuentas. 

Julio Maimó Quintela, Luis José Martínez, Gustavo 

Varela, Luis Alberto Lacalle Herrera, Yamandú Fau, 

Reinaldo Gargano. Legisladores.” 

—En consideración la moción presentada. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 

N 
(Se vota: ) 


—6 en 10. Afirmativa. 


SEÑOR CATALDI. — Pido la palabra, para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CATALDI. — Señor Presidente: el Partido 
Colorado no ha votado la moción presentada por entender 
que significaría contraer un compromiso indefinido o dar 


un cheque en blanco. Sin perjuicio de ello admitimos que - 


algunas medidas será menester tomar. Queremos dejar 
claramente establecido que estamos de acuerdo con las 
medidas administrativas adoptadas por las autoridades de 
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la enseñanza, que tienden a solucionar algunas de las de- 
ficiencias mencionadas en Sala. 


Deseamos señalar, por otra parte, que el Poder Eje- 
cutivo también tiene la preocupación del ajuste de la 
mecánica administrativa en ese largo proceso que acerta. 
damente mencionó el señor legislador Lacalle Herrera. 
Debemos manifestar, además, que no es sólo el Ministerio 
de Educación y Cultura el que sufre sus consecuencias, 
sino toda la Administración; por lo tanto, contraer un 
compromiso de adoptar medidas sólo en relación a dicho 
Ministerio reduce el tema a términos que no son los co- 
rrectos. 


Es por estas razones que hemos votado negativa- 
mente, pero dejamos expresa constancia de que estamos 
conformes con las medidas administrativas tomadas por 
el propio Ministerio de Educación y Cultura. 


4) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. — No habiendo más asuntos 
a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace) 
(Es la hora 19 y 32 minutos ) 
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